Primera lectura del dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la iniciativa de reforma constitucional en materia de Acceso a la Justicia, que suscribieron y plantearon el Gobernador del Estado, el Presidente de la Junta de Gobierno del Congreso del Estado y el Presidente del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado, conforme al compromiso asumido por los tres Poderes del Estado, en el convenio para la instalación del Consejo Interinstitucional para la Reforma en Materia de Fortalecimiento del Sistema Judicial.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la solicitud de licencia presentada por el ciudadano Carlos Lucio Flores Vizcaíno, para separarse del cargo de Primer Regidor del ayuntamiento del municipio de Saltillo, y al nombramiento de quien lo sustituirá en el cargo.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la solicitud de licencia presentada por el ciudadano Claudio Mario Bres Garza, para separarse del cargo de Presidente Municipal de Piedras Negras, y al nombramiento de quien lo sustituirá en el cargo.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Coahuila, planteada por el Ejecutivo del Estado.

Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Fomento Económico, con relación a una iniciativa de ley que crea el Consejo para la Planeación Estratégica de largo plazo de la región sureste del Estado de Coahuila, planteada por el Ejecutivo del Estado.

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Quinta Legislatura, con relación al expediente que se formó con motivo de la Iniciativa de Reforma a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza en materia de Acceso a la Justicia planteada por los titulares de los tres poderes del Estado.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión del Pleno del Congreso del Estado se dio cuenta del oficio del Ejecutivo del Estado, mediante el cual remite la Iniciativa de Reforma a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza en materia de Acceso a la Justicia.
SEGUNDO. Que en sesión del día 26 de abril del 2005 celebrada por el Pleno del Congreso, se dio primera lectura a la Iniciativa de reforma de la Constitución Política Local en materia de Acceso a la Justicia.

TERCERO. Que en el desarrollo de la sesión del Pleno del congreso celebrada el día 9 de mayo del 2005, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Reforma a la Constitución Política Local en materia de Acceso a la Justicia.

CUARTO. Que, en observancia del trámite legislativo, la Presidencia del Congreso turnó el anterior asunto a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que emitiera Dictamen al respecto. 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Que la Comisión es competente para emitir el presente dictamen tanto por el Acuerdo del Presidente de la mesa Directiva del Pleno, así como por lo dispuesto por los artículos  relativos vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que como antecedentes de la iniciativa en comento cabe destacar que:

La «Reforma del Estado», a partir del constitucionalismo local, es una política legislativa de este gobierno para renovar los principios fundamentales dentro del régimen interior del Estado. 

En Coahuila, a la luz del «estado humanista, social y democrático de derecho» que establece la Constitución Local, hemos consolidado un conjunto de reformas que permiten redefinir el orden jurídico en temas de vanguardia nacional.

Durante esta administración hemos propuesto un modelo diferente para construir el derecho local: desde la perspectiva constitucional y sus principios universales, hemos renovado nuestra Ley Suprema Coahuilense para desarrollar un sistema normativo moderno. Nuestra finalidad ha sido construir los principios constitucionales locales que van a edificar la validez del orden jurídico, a partir de una visión propia, diferente a la tradicional y que, por tanto, ve en la Constitución una visión normativa para consolidar el proyecto político de los coahuilenses.

En México, el constitucionalismo local ha sido precario. Durante todo el siglo XX, el régimen interior de los estados se construyó a partir de un «modelo jurídico centralista». Las entidades federativas, en efecto, no desarrollaron plenamente los principios que emanan de la Constitución General de la República, de tal manera que su constitucionalidad se ha dado en forma unilateral por el centralismo.

En efecto, por regla general el orden jurídico local se define por el derecho federal. La legislación e interpretación judicial se funda a partir de criterios federales, no locales: el legislador de los estados recurre a la legislación federal para edificar su marco normativo; los jueces locales, por su parte, acuden necesariamente a la interpretación judicial federal para dirimir los conflictos de su competencia. En otras palabras expresado, el centralismo legislativo/judicial es el paradigma que prevalece dentro del sistema normativo local. Este modelo, sin duda, ha obstaculizado el desarrollo del derecho local. Por un lado, la visión jurídica del centralismo monopoliza la forma de ver las cosas en una realidad diferente a la federal; por otra parte, la norma federal —edificada para otros fines, concepciones y realidades— distorsiona el ámbito local; y finalmente, los modelos normativos locales terminan siendo copia fiel o infiel del sistema federal.

Esta prevalencia del «modelo jurídico centralista» es una de las graves distorsiones de nuestro sistema federal, pues las decisiones político-fundamentales del país pueden y deben surgir a partir de mecanismos de autonomía, cooperación e interdependencia entre federación, estados y municipios de arriba hacia abajo pero también de abajo hacia arriba. El orden de criterios no altera el proceso de construcción del nuevo discurso constitucional, lo complementa. 

El orden jurídico mexicano, federal y local, debe construirse a partir de la autonomía que cada esfera de competencia regule de acuerdo a su realidad, sin perjuicio de que en ejercicio de esa libertad, cada ámbito enriquezca sus sistemas normativos bajo una «visión jurídica federalista». Es claro que el  Constituyente Reformador debe diseñar nuevas fórmulas que permitan desarrollar, en cada entidad, los principios que unen a la federación; pero la uniformidad constitucional no debe coartar o limitar la libertad de los estados para adoptar las decisiones político-fundamentales que definan su deber ser local. 

La categoría del pacto federal no obedece a que todos los estados sean normativamente iguales. La unión constitucional se funda más bien en la autonomía de los estados de decidir su régimen interior, bajo los principios, fórmulas e instituciones que cada entidad federativa adopte dentro del sistema federal. El único límite a la soberanía estatal son los principios constitucionales, que a su vez se convierten en el ámbito de libertad local que los estados deben desarrollar.

En el inicio de este siglo, la nueva revolución mexicana debe ser la constitucional que comience a partir de las entidades federativas. Coahuila, su historia y legado, obligan a seguir proponiendo los nuevos esquemas constitucionales para darle sentido y rumbo al país.

En tal sentido, los estados de la República, en lugar de esperar la Reforma del Estado por la que se pugna desde el centro del país, deben comenzar la reforma de sus instituciones fundamentales bajo una «visión jurídica federalista». Las entidades federativas con creatividad, valor y visión constitucionalista deben poner en práctica un nuevo paradigma nacional: El «constitucionalismo local». 

El constitucionalismo local es un camino para la Reforma del Estado que hoy reclama el Estado mexicano para consolidar su democracia. Son muchos los temas que cada estado debe discutir: la ampliación de los derechos fundamentales, los controles constitucionales, el fortalecimiento de los poderes judicial y legislativo, la libertad municipal, la redefinición del poder público, el sistema de gobierno, entre otros.

En tal orden de ideas, durante los últimos años se ha venido experimentando en el país una vocación federalista: la redefinición de las decisiones político-fundamentales locales ha surgido a partir de la «soberanía estatal». Es verdad que son pocas las entidades federativas que han comenzado a definir su derecho local. Sin embargo, la realidad política actual es un momento propicio para practicar un federalismo constitucional que impacte la renovación del proyecto de Nación que los mexicanos aspiramos al inicio de este siglo XXI.

Coahuila durante todo este sexenio ha vivido un proceso intenso de Reforma del Estado
 en temas sustanciales: el fortalecimiento municipal, la protección constitucional, lo político-electoral, la transparencia y el acceso a la información pública. Se han consolidado una serie de principios e instituciones que son importantes para definir el derecho constitucional coahuilense: el garantismo, el municipalismo cooperativo e interdependiente, la fidelidad federal, estatal y municipal, la justicia constitucional local, la redefinición del poder público, los organismos públicos autónomos, el estado humanista, social y democrático, el sistema de partidos democrático, la democracia directa, el acceso a la información pública como derecho fundamental, entre otros. Lo importante de este proceso de reforma es que Coahuila ha comenzado a redefinir con visión federalista su propio constitucionalismo, proponiendo una serie de figuras que permitan fortalecer su orden jurídico local hacia un estado constitucional de derecho.

Bajo este modelo legislativo, los tres poderes del estado asumieron el compromiso de desarrollar ahora una reforma judicial. Fue la colaboración interinstitucional, la participación de los académicos y el consenso con los actores de la sociedad, lo que permite que las instituciones de Coahuila nuevamente ofrezcan una serie de propuestas novedosas para rediseñar el sistema de justicia en el país.

Esta iniciativa tiene por objeto reconstruir desde nuestra Constitución, los principios fundamentales para garantizar el acceso efectivo a la justicia. No nos queda la menor duda de que los diputados y diputadas de esta legislatura conocerán, discutirán y, en su caso, aprobarán este gran esfuerzo de los coahuilenses por darse una reforma constitucional sin precedente en Coahuila.

Por todo ello, como resultado de la política de conducción democrática presentamos de manera conjunta los tres poderes del estado ante el Congreso, la Iniciativa de Reforma Constitucional en Materia de Acceso a la Justicia.
TERCERO. Que así mismo la iniciativa se sustento en la Exposición de motivos que es del tenor literal siguiente:

I.
EL CONVENIO INTERINSTITUCIONAL SUSCRITO POR EL PODER LEGISLATIVO, EL PODER EJECUTIVO Y EL PODER JUDICIAL.
El 14 de junio del año pasado, los tres poderes del estado suscribieron el Convenio para la Reforma en Materia de Fortalecimiento del Sistema de Justicia. En él se estableció el compromiso de concretar una “Reforma en Materia de Fortalecimiento del Sistema Judicial”, a partir de dos vertientes: 1) Una reforma constitucional local que introduzca figuras novedosas y democráticas para mejorar el actual sistema de justicia en Coahuila; y 2) Una reforma secundaria local que introduzca reformas a las normas actuales, pero también la creación de nuevas leyes originales que permitan contar con un sistema efectivo de acceso a la justicia, como las siguientes: de Administración de Justicia y de Acceso a la Justicia; Procesal Civil; Ley de Justicia Administrativa, de Justicia Alternativa; de Justicia Constitucional Local, entre otras.
A partir de este Convenio, las diferentes comisiones temáticas para la reforma judicial han elaborado una serie de trabajos para materializar los compromisos asumidos. El día de hoy, iniciamos el proceso legislativo con esta iniciativa de reforma constitucional, sin perjuicio de que de manera conjunta o separada también se puedan procesar las reformas secundarias en esta materia, en la medida en que las comisiones cuenten con los productos legislativos a discutir.

La presente iniciativa de reforma constitucional tiene por objeto definir los principios fundamentales que permitirán un modelo de justicia diferente al tradicional, más acorde a la realidad, pero sobre todo antiformalista y atenta a la protección de los derechos de las personas.

II.
LAS DIRECTRICES FUNDAMENTALES DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL.

La Reforma Judicial en Coahuila abre la posibilidad de crear una nueva arquitectura normativa para reconstruir el sistema judicial que tiene por objeto asegurar el acceso efectivo a la justicia. 

En la actualidad, la función jurisdiccional se encuentra sujeta a una profunda revisión de paradigmas. La creciente complejidad de las sociedades modernas exige nuevas formas de entender y resolver los problemas. En materia de impartición de justicia, ni todo lo viejo es malo ni todo lo nuevo es bueno, pero lo cierto es que muchos modelos tradicionales se inspiraron en realidades hoy ya superadas. Pensemos en la forma de reproducir el trabajo de los jueces. La escritura manuscrita se sustituyó por la maquina de escribir y está a su vez por la computadora. El expediente en papel que todavía se cose, se sella y folia a mano, se puede sustituir por uno digital. La comunicación por Internet permite conocer de manera rápida las resoluciones, sin necesidad de ir al juzgado. Es obvio entonces que ahora la tecnología es una referencia para diseñar nuevos principios que aseguren una mayor celeridad en los juicios.

Por otro lado, la Ciencia del Derecho también se ha transformado. En el mundo global, las instituciones diseñadas para el Estado del siglo XIX y XX, no explican de manera satisfactoria los problemas actuales del Estado del siglo XXI. La justicia es ahora un concepto diferente. De ser concebida como una actividad puramente jurídica de solución de conflictos, la jurisdicción se ha transformado en uno de los servicios públicos esenciales del Estado contemporáneo, el de impartir justicia a través de tribunales altamente profesionales, modernos y eficaces al servicio del pueblo, pero sobre todo en un instrumento real para hacer efectiva la tutela de los derechos de las personas.

No hay duda. Este servicio público enfrenta retos que no se agotan en temas esencialmente jurídicos. Se requiere ahora una visión interdisciplinaria para entender estas cuestiones, pero sobre todo es necesario satisfacer el derecho fundamental a la justicia.

En Coahuila se busca el desarrollo legislativo. Sabemos debatir para construir. Sabemos legislar para avanzar, pero sobre todo sabemos trabajar con el ciudadano para democratizar el ejercicio del poder en beneficio de la sociedad. 

El acceso a la justicia es un elemento indispensable para consolidar la democracia. Sin justicia no hay desarrollo, mucho menos paz ni tampoco seguridad. Actualmente, las Declaraciones Internacionales en Materia de Justicia reconocen nuevos paradigmas de la función judicial. Se habla de:

· Una justicia pública y transparente.

· Una justicia comprensible.

· Una justicia atenta con todas las personas.

· Una justicia responsable ante el ciudadano.

· Una justicia ágil y tecnológicamente avanzada.

· Una justicia con procedimientos sencillos, rápidos y sin formalidades innecesarias.

· Una justicia accesible, eficiente y previsible. 

· Una justicia que proteja a los más débiles.

Estos conceptos, que son universales, deben discutirse para desarrollar un sistema judicial que responda a los retos del siglo XXI, sobre todo porque hoy se reclama una reingeniería legal que otorgue mejores y mayores derechos y garantías a los ciudadanos frente a los tribunales. Lo ideal sería crear luego una Carta de los Derechos para Acceder a la Justicia como parte del bloque de la constitucionalidad local.

En esta iniciativa tratamos de desarrollar estas ideas en materia de justicia, a partir de cuatro temas cardinales sobre los que gira el contenido de la propuesta de la reforma constitucional, a saber:

· La tutela judicial efectiva.

· La transparencia judicial.

· La consolidación de la justicia constitucional local.

· La creación del Tribunal Administrativo.

Describamos ahora los contenidos sustanciales de cada una de estas directrices que ahora se proponen.

1.
LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA.

Todo siglo vive de la herencia cultural del que le ha precedido. Las instituciones de hoy son reflejo del pensamiento de ayer, pero las ideas de hoy seguramente serán parte de las instituciones del mañana. La vinculación con el pasado se puede predecir en el mundo normativo: las tendencias del pensamiento jurídico que se desarrollan en el siglo XIX en materia de justicia, son las que impactaron la forma de hacer justicia en el siglo XX y hasta la fecha.

En el inicio del siglo XXI, los coahuilenses queremos, como siempre lo hemos hecho, avanzar renovando los principios del acceso a la justicia. La sujeción absoluta del juez a la Constitución y la interpretación de la misma, deben ser los paradigmas actuales para desarrollar la constitucionalización del Derecho en el ámbito local.

Estas ideas deben desarrollarse a partir de un replanteamiento constitucional del papel que juega el juez en la creación del Derecho. La actual Teoría del Derecho plantea la polémica entre formalismo y el antiformalismo en el derecho. Es decir, la controversia entre quienes conciben el Derecho como un conjunto de enunciados normativos que deben ser objeto de una elaboración lógica y sistemática, frente a quienes ven en el Derecho la expresión de determinadas conductas sociales y valores éticos-materiales. Independientemente de la visión que se acoja, lo cierto es que el Derecho se utiliza, en algunas ocasiones, como una técnica jurídica exageradamente formalista y en otras de manera muy flexible para resolver las cuestiones de los justiciables, pero ante todo, nosotros pugnamos en Coahuila por un rol constitucionalista del juez: su función debe ser la solución de las controversias judiciales conforme a la Constitución y, por tanto, debe proteger al máximo los derechos fundamentales, colmar las lagunas, resolver las antinomias y hasta reelaborar el discurso legislativo para explicar las expresiones lingüísticas del Derecho a partir de una interpretación dúctil, creativa y predecible.

Esta discusión es importante porque, por un lado, la codificación como fenómeno del formalismo jurídico dio origen a una serie de métodos para construir el derecho bajo la premisa de la seguridad jurídica. Las teorías exegéticas, dogmáticas y la jurisprudencia de conceptos; pero por el otro, el paradigma legalista dogmatizó la función del juez, el juez es la boca de la ley. Estos modelos, en efecto, edificaron la idea de la neutralidad del juez: su obligación es aplicar la ley de manera aséptica. Frente a este paradigma, se comenzaron a construir doctrinas en contra del formalismo. La desformalización del Derecho fue una de las exigencias reclamadas a una hermenéutica jurídica por quienes abogaban por la mayor fluidez y flexibilidad de los instrumentos y cauces jurídicos de solución a los problemas sociales. Se trata de que el Derecho como técnica esté al servicio de la solución de los problemas de la sociedad y no que el Derecho esté al servicio de la pura técnica jurídica sin resolver los problemas de los justiciables.

Bajo esta tendencia actual se inscriben las escuelas institucionalistas, realistas y sociológicas del Derecho. Estas nuevas coordenadas doctrinarias han contribuido a potenciar de tal modo el protagonismo del juez en la elaboración del Derecho, tanto que se ha llegado a la discusión actual de la suplantación del Derecho legal por el Derecho judicial. Es más, la crisis de la función de la ley como fuente exclusiva del Derecho ha potenciado una renovada dimensión pretoriana de la producción jurídica, hasta el punto de suscitar una abierta polémica sobre los denominados jueces legisladores. Este modelo actual en donde el juez es un protagonista constitucional en la elaboración del Derecho es al que queremos aspirar los coahuilenses.

Esta reforma busca que las personas tengan acceso a la protección de sus derechos fundamentales de manera efectiva, a través de tribunales imparciales, profesionales e independientes. La meta es que la forma de impartir justicia sea a través del paradigma de la tutela judicial efectiva dentro del estado constitucional de derecho.

En tal sentido, la presente iniciativa retoma conceptos universales para construir la forma en que debe impartirse la justicia de manera efectiva. Por tal razón, se propone que el libre acceso a la justicia se sujete a:
1. La garantía de la transparencia judicial, que significa la publicidad de la función de los jueces, desde su organización y funcionamiento hasta el acceso libre al expediente y actuaciones judiciales, salvo los casos reservados por razones válidas de orden público o privado.

2. La dirección e impulso del proceso por los jueces, sin perjuicio de la disponibilidad de las partes.

3. La garantía del breve juicio bajo principios de celeridad, oralidad, oportunidad y expeditez.

4. El derecho a la igualdad, salvo la prevalencia del trato judicial más favorable a las personas más débiles o vulnerables. 

5. El derecho a la audiencia y defensa de las partes.
6. El derecho a obtener una resolución fundada y motivada que ponga fin al proceso. 
7. La interpretación más favorable de los derechos y garantías constitucionales.

8. La interpretación restrictiva de las causas de inadmisión de la controversia.

9. El debido procedimiento con formalidades esenciales, a partir de los principios de antiformalismo, subsanabilidad, razonabilidad, proporcionalidad y estabilidad o conservación de los actos válidos. 

10. El procedimiento judicial se podrá tramitar a través de un sistema de justicia digital confiable.

11. La plena y efectiva ejecución de las resoluciones judiciales. 

En todo caso, el legislador ordinario deberá ajustarse a estos principios para delimitar las formalidades de los procedimientos judiciales, pero también el juez tendrá la obligación de colmar lagunas, resolver antinomias y reinterpretar el discurso legislativo para explicar cada uno de estos principios que forman parte de la garantía del libre acceso a la justicia. 

El juez coahuilense, a partir de una concepción antiformalista del Derecho, tiene el deber de aplicar estos principios a la luz de la doctrina actual, para que el justiciable acceda de manera efectiva a la tutela de sus derechos controvertidos en un juicio.

Con la inclusión de la tutela judicial efectiva, Coahuila avanza en la reconstrucción de los principios y reglas que se tienen que observar para la impartición de una justicia más moderna, pública y eficaz.

2.
LA TRANSPARENCIA JUDICIAL

La publicidad de los juicios es un principio fundamental para ofrecer una nueva cultura de la legalidad dentro del sistema judicial. Un tema actual en el país, es la necesidad de transparentar los juicios para eficientar el servicio de justicia, para evitar el desvío judicial, para ganar credibilidad social, pero sobre todo para que cualquier persona conozca, difunda e investigue el trabajo de nuestros jueces.

Es de interés público saber cómo funciona el poder judicial. Se trata de que las personas conozcan la justicia por ser un derecho fundamental consagrado en nuestra Constitución Local y en diversos instrumentos internacionales de la materia.

Es cierto que en muchos juicios se plantean cuestiones personales que forman parte de la intimidad de las personas (inspecciones corporales, delitos sexuales, conflictos conyugales, etc.), como también lo es que existen decisiones judiciales que previamente no se pueden dar a conocer por afectar el interés público de la justicia (las ordenes de aprehensión, de cateo, de una medida precautoria, etc.), pero salvo las excepciones razonables que un juez debe reservar como actualmente lo hace, en todos los demás casos la regla general debe ser la publicidad del juicio.

Ello es así, pues desde siempre ha existido el principio de la publicidad de las actuaciones judiciales en todas las leyes y códigos procesales. En principio, cualquier persona tiene derecho a conocer el desahogo de una audiencia, sencillamente porque es pública. El acceso a la copia, a la sala de audiencias o incluso la transmisión por televisión o Internet de la audiencia, son sólo formas de acceder al derecho que tiene toda persona de conocer la información judicial, pero en ningún momento son argumentos válidos para negar el derecho mismo.

Sí toda persona tiene derecho a la información pública de los juicios porque las audiencias son públicas conforme a la Constitución y la ley, en consecuencia, la forma de acceder es lo de menos: por estar en la audiencia, por medio de una copia, por ver la diligencia por televisión, etc. Cualquier persona puede estar todos los días en los juzgados, o bien, solicitar una copia para conocer lo que sucedió en la audiencia, o en el mejor de los casos, prender su televisor o su computadora para conocer la reproducción fiel de la audiencia grabada. Por supuesto, que esa persona no tendrá derecho a acceder a una audiencia cuyo contenido se reserve por razones de interés público o privado que la ley señale. Eso no está en discusión. Cuando el juez tiene que reservar la información, las personas no tendrán derecho a conocer la audiencia o el expediente, por razones válidas de interés público o privado.

Pero la transparencia judicial no se limita al acceso libre al expediente desde su inicio hasta su conclusión. Esta garantía va más allá y significa la publicidad de cómo funciona y se organiza el poder judicial, para que la ciudadanía esté enterada de los servicios que los tribunales prestan. Las personas tienen derecho a que sus tribunales brinden información mínima para conocer el servicio de justicia. Las obligaciones de transparencia judicial también son indispensables para conocer el sistema judicial, para evaluarlo y para ponderarlo.

Por tal razón, se propone establecer desde el punto de vista constitucional, el principio de que el expediente y las actuaciones judiciales serán públicos. Pero también que la garantía de la transparencia judicial se rija por los principios siguientes:

I. Toda persona tiene derecho a recibir información en los términos que disponga la ley y el reglamento, sobre:

1. La organización y el funcionamiento del sistema judicial.

2. Las características y requisitos de los procedimientos que se sigan ante los jueces y tribunales.

3. El orden jurídico legal y reglamentario, las sentencias, jurisprudencias y tesis aisladas a través de un sistema de fácil acceso.

4. El contenido y el estado de cualquier expediente, salvo que se trate de información confidencial o reservada conforme a la ley.

5. La demás información que resulte relevante para conocer el sistema judicial.

II. Los jueces tienen el deber de trascender el ámbito de ejercicio de dicha función, procurando que la justicia se imparta en condiciones de eficiencia, calidad, accesibilidad y transparencia, con respeto a la dignidad de la persona que acude en demanda del servicio.

III. Los actos de comunicación y difusión judicial se deberán realizar en términos sencillos y comprensibles a cualquier persona.

Con base en estas premisas, el poder judicial podrá llevar a cabo acciones para la Transparencia Judicial que se regulará en la legislación secundaria, para dar cumplimiento a esta garantía de acuerdo a las modalidades transitorias que se establezcan por la ley y el reglamento.

Por tal razón, la ley y su reglamentación definirán la forma de ejercer el derecho a la información judicial a partir de las bases que se establecen en la Constitución Local.

3.
LA CONSOLIDACIÓN DE LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL LOCAL

Otra de las vertientes de la propuesta de reforma constitucional en materia de justicia, consiste en consolidar el sistema de justicia constitucional local previsto en nuestra Constitución. En una iniciativa anterior presentada por el Ejecutivo en el año 2001, se desarrollaron los principios que justificaban la creación del control judicial de la constitucionalidad local.
 

Ya la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoció, al resolver, entre otros, el caso de la legislación de Veracruz, la facultad de los jueces locales para conocer cuestiones constitucionales locales para defender su Constitución Local y, por tanto, ha quedado superada la falacia de que los estados no pueden establecer un sistema de justicia constitucional local.

Ahora, en esta iniciativa, se plantea una serie de modificaciones para enriquecer el sistema de control judicial de la constitucionalidad local. Por un lado, se propone aclarar y ampliar la legitimación de los sujetos que pueden interponer una acción de inconstitucionalidad local. Se trata de facilitar el acceso a la justicia constitucional local a las minorías parlamentarias, a los partidos políticos, a cualquier persona que pretenda la protección de sus derechos a través del órgano protector de los derechos humanos en el Estado, entre otros. Pero también se amplía el plazo para impugnar la constitucionalidad de una norma para darle una mayor oportunidad temporal de análisis sobre la constitucionalidad de una norma, e igualmente se contempla una figura portuguesa consistente en la omisión legislativa, pero que se desarrolla de manera más amplía y con una característica propia como (omisión normativa), de tal forma que se pueda crear una nueva forma de control constitucional que se podrá ejercitar por la vía de la acción de inconstitucionalidad, a fin de evitar que la falta de regulación normativa, sea legislativa o reglamentaria, de origen a la inconstitucionalidad por omisión que afecte el desarrollo de los contenidos constitucionales locales.

Finalmente, será en la Ley de Justicia Constitucional Local en donde se regularán todos estos procedimientos de control de la constitucionalidad local y que también se presentará como parte de esta reforma judicial.

4.
LA CREACIÓN DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO

Una última consideración. Coahuila plantea una reforma al modelo del tribunal contencioso-administrativo que se encuentra contemplado en la Constitución Local para dirimir las cuestiones administrativas. Se propone la creación del Tribunal Administrativo bajo un modelo judicial que brinde mayor autonomía, eficacia e imparcialidad en la impartición de la justicia administrativa en el estado. 

Se busca que este tribunal, cuya organización y funcionamiento se determinará por la ley de la materia, forme parte del Poder Judicial bajo el mismo modelo de autonomía que tiene el actual Tribunal Electoral. 

Nos parece que es la mejor forma de diseñar el sistema de justicia administrativa en Coahuila. El paradigma del tribunal de lo contencioso que nace en Francia y que se reproduce en ese país, en algunos estados ha tenido serios problemas de autonomía, al depender del Poder Ejecutivo el órgano encargado de revisar jurisdiccionalmente sus actos, es muy fácil deteriorar su autonomía jurisdiccional.

Por tal razón, preferimos consolidar el sistema de justicia administrativa bajo el principio de la unicidad de la jurisdicción y que, en todo caso, sea un órgano judicial autónomo el que se encargue de resolver todas las cuestiones administrativas dentro del Estado, no sólo del poder ejecutivo, sino de todos los poderes, los municipios y los organismos públicos autónomos. 

El modelo de la autonomía judicial permite que el Tribunal Administrativo se convierta en el órgano especializado del Poder Judicial para dirimir todo las controversias formal y materialmente administrativas en el Estado de Coahuila.

Señoras legisladoras y señores legisladores:

La justicia es un valor fundamental para toda sociedad democrática. El estado constitucional de derecho es una condición imprescindible para la estabilidad y la paz social. Sin justicia no hay desarrollo ni mucho menos prosperidad.

Durante los cuatro últimos años, Coahuila se ha distinguido por iniciar una Reforma del Estado a partir de la redefinición de las instituciones locales. Son los Estados de la República, libres y soberanos, los que tienen la obligación de definir su deber ser local a partir del mandato constitucional. Este desarrollo legislativo en materia constitucional es una prioridad para el régimen interior de cada entidad federativa. En un sistema federal, los modelos legislativos que buscan la modernización del Derecho y la Justicia, deben ser promovidos por instituciones locales a partir de experiencias y modelos universales que desarrollan el estado humanista, social y democrático que establece la Constitución Política del Estado de Coahuila. 

El sistema de justicia es un tema que es necesario discutir a fondo para mejorar la garantía de acceso a la jurisdicción a favor de los particulares. Mucho hay que hacer en el ámbito legislativo, pero mucho más en la praxis judicial y en la organización y funcionamiento de los jueces. Es un tema que enfrenta problemas y retos actuales a las instituciones judiciales, temas como la transparencia judicial, el acceso a la información judicial, los procedimientos rápidos y sencillos, la utilización de tecnologías novedosas en la impartición de justicia, los juicios orales, etc., deben ser analizados para mejorar el sistema de justicia.

El Poder Judicial de Coahuila se distingue por ser uno de los pioneros a nivel nacional. Fue de los primeros en modificar el modelo de administración, vigilancia y disciplina con la creación del Consejo de la Judicatura, para diseñar un sistema adecuado para la política administrativa-judicial. También se ha caracterizado el Poder Judicial coahuilense por introducir figuras constitucionales y legales novedosas para asegurar la independencia de los jueces y el acceso a la justicia: garantías judiciales, justicia constitucional local, nuevos códigos, etc. Asimismo, es el Poder Judicial, el que más y mejores reglamentos tiene para normar la actividad de los jueces y de los auxiliares de la administración de justicia. Ahora, de manera muy reciente, ha iniciado un proceso de modernización judicial para emplear el expediente electrónico en los juzgados y ha emprendido modelos adecuados para transparentar su función judicial. En fin, las instituciones judiciales en Coahuila siempre se han preocupado por estar en la vanguardia en materia de justicia.  
En materia de justicia existe un viejo dilema: buenas leyes o buenos jueces. Coahuila busca eliminar esta disyuntiva a partir de instituciones sólidas que salvaguarden la justicia. Porque sin leyes justas no hay jueces que puedan impartirla de manera adecuada, o por lo menos se dificulta esta tarea.

No se trata entonces de que las personas modelen a las instituciones. Se trata de que las instituciones, independientemente de quién detente el poder, modelen a las personas para funcionar democráticamente en beneficio del pueblo.

Esa es la clave para asegurar un futuro democrático. La Reforma Judicial es fundamental para lograrlo. Enhorabuena por el pueblo y las instituciones de Coahuila.

CUARTO. Que por los anteriores motivos, los integrantes de esta Comisión nos permitimos someter a la consideración de la Legislatura para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforman los artículos 67, en su encabezado y en sus fracciones XVII, XVIII y XXX, 73, en su encabezado y en su fracción V, 135, en su primer párrafo y en su fracción I, segundo párrafo, 136, en su segundo párrafo, 137, 141, 143, en su segundo párrafo, 146 en su primer párrafo, 148, en su primer párrafo, 154, 156, 158 en su cuarto y último párrafos y en los párrafos que como encabezados se refieren a las controversias constitucionales y a las acciones de inconstitucionalidad, así como los incisos 1 a 4 del rubro de las acciones de inconstitucionalidad locales, 163, 165, en su primer y tercer párrafos; 196, primer párrafo; se adicionan los artículos 136 con la creación de el apartado A con el mismo contenido normativo vigente que queda sin modificación y que regula el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, desde el párrafo tercero y sus doce fracciones, y se crea el apartado B del artículo 136, con cinco fracciones y, 194, con los párrafos segundo, tercero y cuarto; se derogan el párrafo tercero del artículo 157, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:
Artículo 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

I. a XVI. …

XVII. Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal Administrativo del Poder Judicial, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de la Constitución y las leyes.

…

XVIII. Conocer de las renuncias y de las licencias de los diputados, del gobernador, de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal Administrativo, así como de los miembros de los Ayuntamientos y Concejos Municipales;

XXI a XXIX. …

XXX. Establecer las normas para la organización y funcionamiento del Tribunal Administrativo del Poder Judicial, a fin de dirimir las controversias de naturaleza administrativa, en los términos que establece esta Constitución y las leyes;

XXXI. a XLVIII. …

Artículo 73. Son atribuciones de la Diputación Permanente:
I. a IV. …

V. Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal Administrativo, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes. Igualmente, en su caso, recibir la protesta de ley al Gobernador y a los magistrados.

VI. a VIII. …

Artículo 135. El Poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal Electoral, en el Tribunal Administrativo, en los Tribunales Distritales, en los Juzgados de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación, en el Consejo de la Judicatura y en los demás órganos jurisdiccionales que con cualquier otro nombre determinen las leyes.

El período constitucional de los integrantes del Poder Judicial será:

I. …

Los magistrados del Tribunal Electoral y del Tribunal Administrativo del Poder Judicial durarán en su encargo seis años a partir de la fecha en que surta efectos su designación.

II. …

Artículo 136. …

La competencia, procedimientos, organización y atribuciones del Tribunal Electoral, del Tribunal Administrativo, los Tribunales Distritales, de los Juzgados de Primera Instancia cualquiera que sea su denominación, y de los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes, así como las facultades, deberes y responsabilidades de los servidores públicos judiciales, se regirán por lo dispuesto en las leyes según los principios de esta Constitución.

A. …

I. a XII. …

B. El Tribunal Administrativo es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía constitucional, independencia y de plena jurisdicción conforme a las bases siguientes:

I. Funcionará con una Sala Superior y Salas Distritales, en los términos que establezca la ley.

II. La Sala Superior se integrará por tres magistrados numerarios y tres magistrados supernumerarios.

III. Para ser magistrado del Tribunal Administrativo se requiere: 

1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y coahuilense, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles.

2. Tener título oficial de licenciado en derecho y haber ejercido la profesión cinco años por lo menos.

3. No haber desempeñado un cargo de elección popular federal, estatal o municipal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación.

4. No haber desempeñado un cargo de Secretario de la Administración Pública Estatal o Director General de una entidad paraestatal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación

5. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de prisión de más de un año; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la buena fama en concepto público, inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena.

6. No tener más de sesenta y cinco años de edad, ni menos de treinta, el día en que tome posesión del cargo.

7. Tener residencia en el estado durante los últimos cinco años, salvo el caso de ausencia por desempeño de cargo público al servicio de la federación, del estado o del municipio.

IV. El Tribunal Administrativo será competente para resolver en los términos de esta Constitución y la ley, sobre:

1. El juicio administrativo y demás impugnaciones de naturaleza administrativa en contra de actos u omisiones de los poderes del estado, de los municipios, de los órganos públicos autónomos o cualquier de otra entidad pública, que violen normas constitucionales o legales.

2. Las quejas, juicios y las impugnaciones en materia de responsabilidad administrativa, gubernamental o patrimonial, presentadas en contra de los servidores públicos de los poderes Ejecutivo y Legislativo, de los Municipios, órganos públicos autónomos u de otras entidades públicas.

3. El juicio de nulidad y demás recursos en materia fiscal.

4. Las demás controversias de naturaleza administrativa que determinen las leyes.

V. La administración, vigilancia y disciplina del Tribunal Administrativo corresponderán, en los términos que señale la ley, al Consejo de la Judicatura del Estado. El Presidente del Tribunal Administrativo formará parte del Consejo de la Judicatura siempre con voz y voto únicamente en los asuntos que le competan al Tribunal que preside.

Artículo 137. El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia del Estado, el Tribunal Electoral, el Tribunal Administrativo y los Tribunales Distritales, están facultados para formar jurisprudencia local en los términos que establezca la ley.

Artículo 141. La Justicia se imparte en nombre del pueblo y se administra por el Estado a través de la función jurisdiccional, ejercida por Magistrados y Jueces integrantes del Poder Judicial, independientes, imparciales, responsables, profesionales y sometidos únicamente al imperio de esta Constitución y la ley.
Artículo 143. …

El Consejo de la Judicatura estará integrado por seis Consejeros, uno de los cuales será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quién lo presidirá con voz y voto de calidad; uno designado por el Ejecutivo del Estado; uno designado por el Congreso del Estado; un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, un Magistrado de Tribunal Unitario y un Juez de Primera Instancia, que serán los de mayor antigüedad en el ejercicio de los respectivos cargos. Los Presidentes del Tribunal Electoral y del Tribunal Administrativo formarán parte siempre del Consejo con voz, pero sólo tendrán voto cuando se traten de asuntos relativos a los Tribunales que presiden.

Artículo 146. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal Administrativo, serán hechos por el Gobernador del Estado de la lista de candidatos que le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, o en su caso, de la Diputación Permanente, cuando proceda, el que la otorgará o negará dentro del improrrogable término de cinco días.

…

… 

…

Artículo 148. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral y del Tribunal Administrativo, al iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la protesta de ley ante el Congreso del Estado y, en sus recesos, ante la Diputación Permanente.

...

...

Artículo 154. Toda persona tiene derecho al acceso a la justicia para tutelar de manera efectiva sus derechos fundamentales.

Esta garantía de la tutela judicial efectiva se regirá por los principios siguientes:

I. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. Se prohíben los tribunales especiales. El servicio de justicia será gratuito. Quedan prohibidas las costas judiciales.

II. El acceso a la justicia se sujetará a lo siguiente:
1. La garantía de la transparencia judicial que significa la publicidad de la función de los jueces, desde su organización y funcionamiento hasta el acceso libre al expediente y actuaciones judiciales, salvo los casos reservados por razones válidas de orden público o privado conforme a la ley.

2. La dirección e impulso del proceso por parte de los jueces, sin perjuicio de la disponibilidad de las partes.

3. La garantía del breve juicio bajo principios de celeridad, oralidad, oportunidad y expeditez.
4. El derecho a la igualdad, salvo la prevalencia del trato judicial más favorable a las personas más débiles o vulnerables. 

5. El derecho a la audiencia y defensa de las partes.
6. El derecho a obtener una resolución fundada y motivada que ponga fin al proceso.

7. La interpretación más favorable del derecho fundamental.

8. La interpretación restrictiva de las causas de inadmisión de la controversia.

9. El debido procedimiento con formalidades esenciales, a partir de los principios de antiformalismo, subsanabilidad, razonabilidad, proporcionalidad y estabilidad o conservación de los actos válidos. 

10. Los principios generales del proceso.

11. El procedimiento judicial se podrá tramitar a través de un sistema de justicia digital confiable.

12. La plena y efectiva ejecución de las resoluciones judiciales. 

III. La ley establecerá los casos en que procederá la indemnización a cargo del Estado, por los daños causados por error judicial grave o funcionamiento anormal de la administración de justicia.

IV. Se establecerá un sistema de justicia alternativa, a través de la mediación, conciliación, arbitraje o cualquier otro medio de solución alterno para resolver las controversias entre particulares.

Artículo 156. Los juicios, los expedientes y las actuaciones judiciales serán públicas, salvo los casos que la ley exija que sean reservadas por razones de orden público o privado.

La garantía de la transparencia judicial se regirá por los principios siguientes:

I. Toda persona tiene derecho a recibir información en los términos que disponga la ley y el reglamento, sobre:

1. La organización y el funcionamiento del sistema judicial.

2. Las características y requisitos de los procedimientos que se sigan ante los jueces y tribunales.

3. El orden jurídico legal y reglamentario, las sentencias, jurisprudencias y tesis aisladas a través de un sistema de fácil acceso.

4. El contenido y el estado de cualquier expediente, salvo que se trate de información confidencial o reservada conforme a la ley.

5. La demás información que resulte relevante para conocer el sistema judicial.

II. Los jueces tienen el deber de trascender el ámbito de ejercicio de dicha función, procurando que la justicia se imparta en condiciones de eficiencia, calidad, accesibilidad y transparencia, con respeto a la dignidad de la persona que acude en demanda del servicio.

III. Los actos de comunicación y difusión judicial se deberán realizar en términos sencillos y comprensibles a cualquier persona.

Artículo 157. …

…

(Se deroga el párrafo tercero).

Artículo 158. … 

…

…

El Pleno del Tribunal Superior de Justicia, en su carácter de Tribunal Constitucional Local conocerá, en los términos que establezca la ley, de los medios de control siguientes:

I. …

1. a 8. …

…

…

Las controversias constitucionales locales se sujetarán a lo siguiente:

1. a 4. …

II. …

Las acciones de inconstitucionalidad locales se sujetarán a lo siguiente:

1. Se podrán promover en forma abstracta por:

a) El Ejecutivo del Estado por sí o por conducto de quien le represente legalmente.

b) El equivalente al diez por ciento de los integrantes del Poder Legislativo.

c) El equivalente al diez por ciento de los integrantes de los Ayuntamientos o Concejos Municipales.

d) El organismo público autónomo, por conducto de quien le represente legalmente.
e) Cualquier persona, a través del organismo protector de los derechos humanos previsto en el artículo 195 de esta Constitución, cuando se trate de violaciones a los derechos y garantías constitucionales.

f) Los partidos políticos nacionales y estatales con registro debidamente acreditado ante la autoridad electoral que corresponda.

2. Se ejercitarán dentro de los sesenta días naturales siguientes a la fecha de publicación oficial de la norma, o en su defecto, de que se tenga conocimiento de la misma.

3. Procederán contra:

a) Las leyes, decretos o puntos de acuerdos que apruebe el Congreso del Estado o la Diputación Permanente.

b) Los reglamentos, acuerdos, decretos y demás normas administrativas de carácter general expedidas por el poder Ejecutivo, organismos públicos autónomos y demás entidades públicas con facultad reglamentaria.

c) Los bandos de policía y de gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general, expedidas por los Ayuntamientos o Concejos Municipales.

d) Las normas de carácter general que expidan los organismos públicos autónomos.

e) Las demás normas de carácter general, salvo las que dicte el Pleno del Tribunal Superior de Justicia.

f) La omisión normativa consistente en la falta de regulación legislativa o reglamentaria.

4. Las resoluciones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas con efectos generales, siempre que fueren aprobadas por la mayoría absoluta de sus miembros y tendrá efectos de cosa juzgada en los términos que establezca la ley.

…

La Justicia Constitucional Local se regirá por la jurisprudencia local, salvo los casos de prevalencia de la jurisprudencia federal.

Artículo 163. Podrán ser sujetos de juicio político los diputados del Congreso del Estado; el gobernador del Estado; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los subsecretarios; los subprocuradores de justicia; los directores generales y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo; los magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los magistrados del Tribunal Electoral; los magistrados del Tribunal Administrativo; los magistrados de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los presidentes, regidores, síndicos de los Ayuntamientos del estado; los integrantes de los concejos municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; y los titulares de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación.

…

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; los magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los magistrados del Tribunal Electoral; los magistrados del Tribunal Administrativo; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los presidentes , regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los concejos municipales; y los titulares de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

…

Si el Congreso declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la ley. Cuando se trate del gobernador del Estado, de los diputados al Congreso del Estado, de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, de los magistrados del Tribunal Electoral, de los magistrados del Tribunal Administrativo y los titulares de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cuál fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere.

…

…

…

…

…

Artículo 194. …

Esta Constitución, las Cartas de los Derechos Fundamentales Locales y demás leyes fundamentales locales, serán parte de la Ley Suprema Coahuilense. Este bloque de la constitucionalidad local se conformará y modificará bajo el mismo procedimiento previsto en el artículo 196 de esta Constitución.

Los magistrados y jueces están sometidos a esta Constitución y a la ley conforme a ella. Todo juez tiene la obligación de cumplir y hacer cumplir los principios, valores y reglas bajo el estado humanista, social y democrático de derecho. 

El sistema de justicia constitucional local previsto en esta Constitución, es la garantía de defensa judicial del bloque de la constitucionalidad local dentro del régimen interno del estado. 

Artículo 196. La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:
I. a VII. …

T R A N S I T O R I O S 

PRIMERO. Este decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación, bajo las modalidades previstas en los artículos siguientes.

SEGUNDO. En un término que no excederá de seis meses contados a partir de que entre en vigor este Decreto, el Poder Legislativo del Estado expedirá la Ley de Justicia administrativa que regulará la competencia, procedimientos, organización y atribuciones del Tribunal Administrativo. 

En dicho ordenamiento se establecerán las disposiciones relativas a los recursos presupuestales para la instalación del Tribunal Administrativo. 

TERCERO. Las impugnaciones, a través de las acciones de inconstitucionalidad a ordenamientos jurídicos vigentes, al momento de entrar en vigor este Decreto, se substanciaran y resolverán en los términos de lo previsto en el artículo Segundo Transitorio del Decreto de reforma constitucional, publicado el veinte de marzo del dos mil uno. 

CUARTO. Hasta en tanto el Congreso del Estado expida un ordenamiento legal para regular las figuras a que se refieren los artículos 154, fracción II, numerales 1 y 11, y 156 de este Decreto, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia y el Consejo de la Judicatura, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, emitirán los acuerdos generales en los plazos y bajo las modalidades que estimen convenientes conforme a esta Constitución. 

QUINTO. Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que contravengan este Decreto.

Así, lo dictaminan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila mayo 16 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

Dictamen  de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con relación al expediente que se formó con motivo del oficio del Secretario del Ayuntamiento de Saltillo, quien informa sobre la solicitud de Licencia presentada por el C. Carlos Lucio Flores Vizcaíno, para separarse del cargo de Primer Regidor de dicho municipio, así mismo solicita que de acuerdo al procedimiento que corresponda sea designado por este Congreso el sustituto que habrá de ocupar el cargo en cuestión.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 3 de mayo del año 2005 se dio cuenta del oficio del Secretario del Ayuntamiento de Saltillo, quien informa sobre la solicitud de Licencia presentada por el C. Carlos Lucio Flores Vizcaíno, para separarse del cargo de Primer Regidor de dicho municipio, así mismo solicita que de acuerdo al procedimiento que corresponda sea designado por este Congreso el sustituto que habrá de ocupar el cargo en cuestión.

SEGUNDO. Que de conformidad con lo acordado por el Presidente de la Mesa Directiva del Pleno se turnó dicho expediente a esta Comisión para su estudio y dictamen.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen lo anterior de conformidad con lo acordado por el Presidente de la Mesa Directiva del Pleno, así como por lo dispuesto por los artículos relativos vigentes en la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que el 8 de noviembre del 2002 se publicó en el Periódico Oficial N° 90 , la lista de los integrantes de los Ayuntamientos electos; que estaría en funciones durante el período del 2003 – 2005.

TERCERO. Que de conformidad con el decreto antes mencionado el C. Carlos Flores Vizcaíno fue electo para desempeñar el cargo de Primer Regidor del ayuntamiento de Saltillo. 

CUARTO. Que conforme al expediente relativo se advierte que la solicitud de licencia del C. Carlos Lucio Flores Vizcaíno es hasta concluir el período constitucional de la administración municipal de Saltillo. 


QUINTO. Que conforme al artículo 59 del Código Municipal, con relación al artículo 58 del mismo ordenamiento legal; es facultad del Congreso del Estado; o en su caso,  de la diputación permanente; nombrar a los sustitutos que cubran las vacantes de los miembros de los Ayuntamientos del Estado.
SEXTO. Que la designación del sustituto del Primer Regidor debe realizarse a favor de un candidato que figure en la lista que proporcione cada partido político o coalición de acuerdo a lo dispuesto en la fracción VI, del Artículo 26 de la Ley de Instituciones, vigente al momento del Proceso Electoral del 2002.
SÉPTIMO. En cumplimiento a lo anterior y teniendo a la vista dicha lista registrada por el Partido Revolucionario Institucional para la elección de ayuntamientos, esta Comisión propone al C. Horacio Dávila Soto para que el Pleno del Congreso lo designe como Primer Regidor del Ayuntamiento de Saltillo en sustitución del C. Carlos Lucio Flores Vizcaíno.

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración, discusión y, en su caso, aprobación del Pleno del Congreso, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se concede licencia al C. Carlos Lucio Flores Vizcaíno, para separarse del cargo de Primer Regidor del Ayuntamiento de Saltillo por tiempo indefinido.

SEGUNDO. Se designa al C. Horacio Dávila Soto como Primer  Regidor en el Ayuntamiento de Saltillo, en sustitución y por el tiempo que dure la licencia de Carlos Lucio Flores Vizcaíno.

TERCERO. Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de Saltillo, la designación del C. Horacio Dávila Soto a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Primer Regidor del Ayuntamiento de Saltillo, así mismo comuníquese lo anterior al Ejecutivo Estatal para los efectos procedentes.

T R A N S I T O R I O

ÚNICO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Así, lo dictaminan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila mayo 16 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

Dictamen  de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con relación al expediente que se formó con motivo del oficio del Secretario del Ayuntamiento de  Piedras Negras, Coahuila quien informa sobre la solicitud de licencia presentada por el C. Claudio Mario Bres Garza para separarse del cargo de Presidente Municipal de dicho ayuntamiento lo anterior a fin de que  de acuerdo al procedimiento que corresponda sea nombrado por este Congreso el sustituto que habrá de ocupar el cargo en cuestión.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que este Congreso recibió oficio mediante el cual Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila informa sobre la solicitud de licencia presentada por el C. Claudio Mario Bres Garza para separarse del cargo de Presidente Municipal de dicho ayuntamiento lo anterior a fin de que de acuerdo al procedimiento que corresponda sea nombrado por este Congreso el sustituto que habrá de ocupar el cargo en cuestión.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, se turnó a esta Comisión el oficio señalado anteriormente para los efectos de estudio y dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo previsto por los artículos relativos vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que el 8 de noviembre del 2002 se publicó en el Periódico Oficial N° 90 , la lista de los integrantes de los Ayuntamientos electos; que estaría en funciones durante el período del 2003 – 2005.

TERCERO. Que de conformidad con el decreto antes mencionado el C. Claudio Mario Bres Garza fue electo para desempeñar el cargo de Presidente Municipal del ayuntamiento de Piedras Negras. 

CUARTO. Que conforme al expediente relativo se advierte que la solicitud de licencia del C. Claudio Mario Bres Garza es de carácter indefinido. 


QUINTO. Que conforme al artículo 67 fracciones XVIII y XIX de la Constitución Política ; es facultad del Congreso del Estado; o en su caso,  de la diputación permanente; nombrar a los sustitutos que cubran las vacantes de los miembros de los Ayuntamientos del Estado.
SEXTO. En consecuencia esta Comisión propone al C. Mario Antonio Rincón Arellano, para que el Pleno del Congreso del Estado; lo designe como Presidente Municipal del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila en sustitución del C. Claudio Mario Bres Garza.

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración, discusión y, en su caso, aprobación , el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se concede licencia por tiempo indefinido al C. Claudio Mario Bres Garza para separarse del cargo de presidente Municipal del ayuntamiento de Piedras Negras.

SEGUNDO. Se designa al C. Mario Antonio Rincón Arellano, Presidente Municipal del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, en sustitución del C. Claudio Mario Bres Garza.

TERCERO. Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila la designación del C. Mario Antonio Rincón Arellano, a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Presidente Municipal del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, así mismo comuníquese lo anterior al Ejecutivo Estatal para los efectos procedentes.

T R A N S I T O R I O

ÚNICO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila mayo 16 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe  Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal
Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Reviera
Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con relación a la Iniciativa de Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Coahuila, que plantea el Ejecutivo del Estado.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el 19 de julio del año 2004, se dio cuenta de la iniciativa de Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Coahuila, que plantea el Ejecutivo del Estado.

SEGUNDO. Que por instrucción del presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente, dicha iniciativa se turnó a esta comisión para efecto de estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con los artículos relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la iniciativa de Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Coahuila, que plantea el Ejecutivo del Estado, se sustentó con la Exposición de Motivos que esta Comisión hace suya y que es del tenor literal siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Que el Sector Paraestatal de la Administración Pública, se encuentra actualmente regulado por la Ley para el Control por parte del Gobierno del Estado de los Organismos Descentralizados y Empresas de Participación Estatal, la cual data del año 1980. Esta ley, debido a las condiciones sociales y políticas que prevalecen hoy en día, resulta ya obsoleta para regular de manera adecuada este tipo de entidades.

En efecto, la administración pública paraestatal, se ha visto incrementada con la creación de nuevos organismos descentralizados, fideicomisos y otras entidades, de las que no se lleva un control y evaluación efectiva de sus recursos y objetivos; por ello, resulta necesario establecer normas que determinen las reglas y lineamientos que permitan uniformar en un mismo esquema, la estructura orgánica, el funcionamiento, el control y la vigilancia que debe observar toda entidad paraestatal.

En esta Iniciativa de Ley se precisan las entidades que deben ser consideradas como entidades paraestatales. Para tal efecto, se incluyen los organismos descentralizados, los fideicomisos y las empresas de participación estatal. Así mismo, se incorporan como asimiladas a éstas,  las Comisiones, los Comités, las Juntas y los Patronatos, que serán coadyuvantes de la administración pública. Con esta innovación, se incorpora a la sociedad civil y a diferentes organizaciones ciudadanas, como Cámaras y Colegios, en algunas tareas de la administración pública del estado. 

Se regula de manera uniforme lo relativo a los lineamientos y normas que deben de observarse en el proceso de creación de las entidades paraestatales, precisando: los requisitos mínimos que deben observarse; la forma en que debe constituirse su estructura orgánica y las funciones y atribuciones de  su órgano de gobierno.

Así mismo, se establecen los lineamientos que deben observarse en lo relativo a su planeación, programación, presupuesto y registro, precisándose igualmente las atribuciones de las dependencias correspondientes en materia de control y vigilancia de las entidades paraestatales.

En este sentido, se podrá lograr que las entidades paraestatales, sean controladas y vigiladas mediante mecanismos que permitan conocer y valorar la forma en que las mismas están cumpliendo con los objetivos que motivaron su creación, los programas institucionales que llevan a cabo, así como el óptimo aprovechamiento de los recursos asignados.

Resulta de importancia para la administración pública estatal, contar con las disposiciones que permitan el control y evaluación de las entidades públicas; el seguimiento de su operación en cumplimiento de los objetivos y programas para los que fueron creadas;  la evaluación del cumplimiento de sus metas; así como la administración transparente de los recursos asignados.

De esta forma, el ejecutivo podrá vigilar de manera directa, que los recursos de las entidades paraestatales sean aprovechados eficientemente, de tal manera que se obtenga un máximo de transparencia y calidad, en su actuación y en los bienes o servicios que presten.

TERCERO. Por los anteriores motivos, esta Comisión estima procedente someter para su resolución y en su caso, aprobación la siguiente iniciativa de:

LEY DE ENTIDADES PARAESTATALES

DEL ESTADO DE COAHUILA

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPITULO I

Disposiciones Generales
ARTICULO 1°. La presente ley es reglamentaria del artículo 85 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, es de orden público e interés social y tiene por objeto normar la creación, integración, funcionamiento, control y evaluación de las entidades que conforman el Sector Paraestatal de la Administración Pública del Estado de Coahuila. 

Las relaciones del ejecutivo estatal o de sus dependencias, con las entidades paraestatales, como unidades de la administración pública estatal, se sujetarán en primer término, a lo establecido en esta ley, en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y a falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del derecho común.

ARTICULO 2°. Para los efectos de esta ley serán consideradas como entidades paraestatales, aquéllas que con tal carácter determine la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, que son las siguientes:

I. Los organismos públicos descentralizados;

II. Las empresas de participación estatal; y

III. Los fideicomisos públicos.

Los Comités, Comisiones, Juntas y Patronatos se asimilan a las entidades paraestatales y deberán ser consideradas como tales para los efectos de esta ley.

ARTICULO 3°. Quedan exceptuadas de las disposiciones de esta ley, las universidades y las demás instituciones educativas y culturales a las que la ley otorgue autonomía, las que se regirán por sus leyes especificas; así como aquellas entidades que, atendiendo a sus objetivos y a la naturaleza de sus funciones, así se les haya considerado en la ley o decreto de su creación.

ARTICULO 4°. Las entidades paraestatales gozarán de autonomía de gestión para el cabal cumplimiento de su objeto y contarán con una administración descentralizada, ágil y eficiente, que les permita realizar los objetivos y metas señalados en sus programas.

ARTICULO 5°. Las entidades paraestatales, quedan sujetas al control y vigilancia del ejecutivo del estado, por conducto de la Secretaría de Finanzas y de la Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa, en el ámbito de sus respectivas atribuciones y por las dependencias de la administración pública a las que, en su caso, se encuentren sectorizadas.

ARTICULO 6°. El ejecutivo del estado podrá determinar, atendiendo al ámbito de su competencia, el agrupamiento de entidades paraestatales en sectores definidos, a efecto de que las relaciones con el propio ejecutivo, se realicen a través de la dependencia de la administración pública estatal a la que estén sectorizadas; cuyas atribuciones, funciones y objetivos sean afines con las entidades antes señaladas.

Corresponderá a la dependencia a la que se encuentre sectorizada la entidad paraestatal, establecer sus políticas de desarrollo, coordinar la programación y presupuestación, de conformidad con las asignaciones presupuestales  previamente autorizadas, así como conocer su operación para evaluar sus resultados con el objeto de lograr su plena integración a los programas que al efecto determine el ejecutivo estatal.

ARTICULO 7°. La creación de las entidades paraestatales, así como los aspectos relativos a su fusión y extinción, se ajustarán a esta ley, independientemente de lo establecido en otros ordenamientos legales aplicables.

La determinación de la estructura orgánica de las entidades paraestatales, se sujetará a las disposiciones contenidas en el decreto de su creación.

ARTICULO 8°. Las infracciones a esta ley, serán sancionadas en los términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

CAPITULO II

De la creación y funcionamiento

de las entidades paraestatales

ARTICULO 9°. En las leyes o decretos que expida por el Congreso del Estado o en los decretos del titular del ejecutivo del estado, para la creación de una entidad paraestatal, se establecerán, entre otros elementos, los siguientes:

I. La denominación de la entidad paraestatal;

II. El domicilio legal;

III. El objeto de la entidad paraestatal;

IV. Las aportaciones y demás fuentes de recursos que integrarán su patrimonio, así como aquéllas que se determinen para su incremento;

V. La integración de su órgano de gobierno;

VI. Las facultades y obligaciones del órgano de gobierno;

VII. Las atribuciones y obligaciones del Director o su equivalente, quien tendrá la representación legal de la entidad paraestatal;

VIII. Los órganos que llevarán a cabo la vigilancia de la entidad paraestatal; y 

IX. El régimen laboral a que se sujetarán los trabajadores de la entidad paraestatal.

ARTICULO 10°. La administración de las entidades paraestatales, estará a cargo de un órgano de gobierno, cualesquiera que fuere su denominación y por un Director General o su equivalente.
Los Directores Generales o equivalentes, serán designados por el ejecutivo del estado; debiendo en todo caso, reunir los requisitos que establece el artículo 87 de la Constitución Política del Estado.

ARTICULO 11. El órgano de gobierno de las entidades paraestatales se integra por:

I. Un Presidente, que será el titular del Ejecutivo del Estado;

II. Un Presidente Ejecutivo, que será el titular de la dependencia a la que se encuentre sectorizada la entidad paraestatal;

III. Un Secretario Técnico, que será el Director General de la entidad paraestatal o su equivalente y que participará con voz pero sin voto;

IV. Por el número de vocales que dispongan los documentos jurídicos que los crearon; y

V. Un Comisario, que será designado por el titular la Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa; y que participará con voz pero sin voto.

El número de integrantes del órgano de gobierno comprenderá un mínimo de cinco y un máximo de quince miembros propietarios y de sus respectivos suplentes. Los suplentes serán designados por los miembros propietarios del órgano de gobierno.

En el órgano de gobierno de las entidades paraestatales, deberá participar la Secretaría de Finanzas, por lo menos con un vocal.

La calidad de los suplentes designados, se acreditará mediante el oficio respectivo, dirigido al Presidente Ejecutivo del órgano de gobierno. El cargo de suplente será indelegable, de manera que no se podrán acreditar representantes de éste en las sesiones del propio órgano de gobierno.

Todos los cargos del órgano de gobierno de las entidades paraestatales a que se refiere el presente artículo serán honoríficos, por lo que sus titulares no recibirán emolumento alguno por su desempeño.

En las sesiones del órgano de gobierno, en las que se encuentre presente el Presidente, le corresponderá a éste presidir la sesión, con todas las atribuciones del Presidente Ejecutivo, quien participará en la sesión como vocal.

ARTICULO 12. En ningún caso podrán ser miembros del órgano de gobierno:

I. Los cónyuges y las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los miembros del órgano de gobierno o con el Director General;

II. Las   personas  que   tengan   litigios   pendientes  con el organismo de que  se trate;

III. Las personas sentenciadas por delitos patrimoniales y las inhabilitadas para ejercer el comercio o para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público; y

IV. Los Diputados del Congreso del Estado.

ARTICULO 13. El órgano de gobierno de las entidades paraestatales tendrá las siguientes atribuciones indelegables:

I. Expedir el reglamento interior, estableciendo la estructura orgánica, facultades y funciones que correspondan a las diversas áreas operativas y de administración de la entidad paraestatal;

II. Otorgar poderes generales o especiales al Director General o su equivalente;

III. Establecer, en congruencia con la Ley de Planeación del Estado de Coahuila de Zaragoza y con el Plan Estatal de Desarrollo vigente, las políticas generales y definir las prioridades a las que deberá sujetarse la entidad paraestatal;

IV. Aprobar los planes, programas y presupuestos de la entidad paraestatal, así como sus modificaciones, de acuerdo con legislación aplicable;

V. Establecer y ajustar los precios de los bienes y servicios que produzca y preste la entidad paraestatal; así como ordenar su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del estado;

VI. Aprobar y presentar a la Secretaría de Finanzas la cuenta pública de la Entidad paraestatal, en la forma y términos que establezca la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza;

VII. Aprobar la concertación de obligaciones para el financiamiento de la entidad paraestatal, así como observar los lineamientos que dicten las autoridades competentes, en materia del manejo de disponibilidades financieras;

VIII. Aprobar, previo informe de los Comisarios y dictamen de los auditores externos, los estados financieros anuales de la entidad paraestatal y autorizar la publicación de los mismos;

IX. Aprobar, de acuerdo con las leyes aplicables, las políticas, bases y programas generales que regulen los convenios y contratos o acuerdos que deba celebrar la entidad paraestatal con terceros en obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y prestación de servicios, los que en todo caso deberán sujetarse a la leyes de la materia;

X. Proponer al ejecutivo estatal, con intervención de la dependencia a la que se encuentre sectorizada, los convenios de fusión con otras entidades paraestatales;

XI. Autorizar la creación interna de comisiones o grupos de trabajo;

XII. Autorizar la creación de comités o subcomités técnicos especializados, los cuales estarán integrados por personal de la misma entidad;

XIII. Dictar las disposiciones que normen la contratación, remuneración y prestaciones, que deban otorgarse a los servidores públicos de la entidad paraestatal, las que en todo caso deberán sujetarse a los tabuladores autorizados por el gobierno del estado;

XIV. Vigilar que los acuerdos de coordinación que se celebren con las dependencias o entidades federales, dentro de su respectivo ámbito de competencia, se lleven a cabo en el marco de los convenios respectivos;

XV. Analizar y aprobar en su caso, los informes periódicos que rinda el Director General o su equivalente, con la intervención que corresponda al Comisario;

XVI. Establecer los lineamientos que debe cumplir la entidad paraestatal en materia de acceso a la información, en términos de la Ley de Acceso a la Información Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; y

XVII. Las demás que le otorgue el instrumento de creación de la entidad paraestatal.

ARTICULO 14. Serán atribuciones del Director General de la entidad paraestatal o su equivalente, las siguientes:

I. Administrar y representar legalmente a la entidad paraestatal;

II. Formular los planes y programas institucionales de corto, mediano y largo plazo, así como los presupuestos de la entidad paraestatal y presentarlos para su aprobación al órgano de gobierno;

III. Formular los programas de organización y administración;

IV. Establecer los métodos que permitan el óptimo aprovechamiento de los bienes muebles e inmuebles de la entidad paraestatal;

V. Tomar las medidas pertinentes a fin de que las funciones de la entidad paraestatal, se realicen de manera articulada, congruente y eficaz;

VI. Establecer los procedimientos para controlar la calidad de los suministros y programas que aseguren la continuidad en la fabricación, distribución o prestación de los servicios, o en la realización de los fines para lo cual fue creada la entidad paraestatal;

VII. Recabar la información y los elementos estadísticos, que reflejen el estado de las funciones en la entidad paraestatal, a fin de mejorar las gestiones y acciones de la misma;

VIII. Establecer los sistemas de control interno necesarios para alcanzar las metas u objetivos propuestos;

IX. Presentar trimestralmente al órgano de gobierno, el informe de desempeño de las actividades de la entidad paraestatal, incluido el ejercicio de los presupuestos de ingresos y egresos, y los estados financieros correspondientes. En el informe y en los documentos de apoyo, se cotejarán las metas propuestas y los compromisos asumidos por la dirección con las metas alcanzadas;

X. Establecer los mecanismos de evaluación, que destaquen la eficiencia y la eficacia con que se desempeñe la entidad paraestatal y presentar al órgano de gobierno por lo menos dos veces al año, la evaluación de gestión con el detalle que previamente se acuerde con dicho órgano;

XI. Proporcionar la información y dar acceso a la documentación que le soliciten la Secretaría de Finanzas y la Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa o el auditor externo, para el cumplimiento de sus funciones;

XII. Ejecutar los acuerdos que dicte el órgano de gobierno; y

XIII. Las demás que señalen las leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y demás disposiciones legales aplicables.

ARTICULO 15. El Director General de la entidad paraestatal o su equivalente, en lo que concierne a su representación legal, independientemente de las atribuciones que se le otorguen en otras leyes y ordenamientos, tendrá las siguientes:

I. Celebrar y otorgar toda clase de actos y documentos inherentes a su objeto;

II. Ejercitar las acciones y oponer las excepciones que procedan para la defensa administrativa y judicial de los derechos de la entidad paraestatal;

III. Presentar, dentro del ámbito de su competencia, denuncias o querellas ante el Ministerio Público y ratificar las mismas, en su caso, sin perjuicio de la facultad de la entidad paraestatal, para otorgar el perdón cuando proceda;

IV. Emitir y negociar títulos de crédito, conforme a la Ley de Deuda Pública Estatal y Municipal;

V. Otorgar poderes generales y especiales con las facultades que le competan, entre ellas, las que requieran autorización o cláusula especial, previa autorización del órgano de gobierno. Los poderes generales deberán inscribirse en el Registro de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Estatal;

VI. Sustituir y revocar poderes generales o especiales; y 

VII. Las demás que le sean encomendadas por el órgano de gobierno y las que se señalen en la demás legislación aplicable.

El Director General o su equivalente, ejercerá las atribuciones a que se refiere este artículo, bajo su más estricta responsabilidad, informando siempre de ello al órgano de gobierno.

ARTICULO 16. El Director General de la entidad paraestatal o su equivalente, para el eficaz cumplimiento de sus atribuciones, se auxiliará de los servidores públicos que requiera y le sean autorizados por el órgano de gobierno, conforme al Presupuesto de Egresos y a la normatividad aplicable.

ARTICULO 17. El órgano de gobierno deberá celebrar sesiones ordinarias, cuando menos trimestralmente.

Podrán celebrarse sesiones extraordinarias cada vez que el Presidente lo estime conveniente, o a petición de una tercera parte del total de los integrantes del órgano de gobierno.

Los integrantes del órgano de gobierno participarán en las sesiones a que se refiere este artículo, con voz y voto, a excepción del Secretario Técnico y el Comisario, quienes tendrán voz pero no voto. En caso de empate, el Presidente del órgano de gobierno tendrá voto de calidad.

ARTICULO 18. Las convocatorias y el orden del día, se comunicarán por escrito con cinco días hábiles de anticipación, tratándose de sesión ordinaria y de un día natural, si se trata de sesión extraordinaria, indicando en cada caso, lugar, fecha y hora en que se celebrará la sesión, remitiendo la documentación correspondiente.

Las convocatorias para sesiones extraordinarias, indicarán además el asunto específico que las motiva.

ARTICULO 19. El ejecutivo del estado podrá decretar o solicitar al Congreso del Estado, previa opinión del titular de la dependencia a la que se encuentre sectorizada, la fusión o extinción de cualquier entidad paraestatal que no cumpla con sus fines u objeto social, o cuyo funcionamiento resulte inconveniente para la economía del estado o el interés público.

ARTICULO 20. El patrimonio de las entidades paraestatales o los bienes que les sean asignados, serán destinados a alcanzar el objeto para el cual fueron creadas.

Cuando los bienes muebles que conformen el patrimonio de la entidad paraestatal, dejen de prestar el servicio para el que fueron adquiridos, por ser obsoletos, encontrarse en mal estado o no ser útiles para el propósito de la entidad paraestatal, el Director General o su equivalente, propondrá su baja del inventario y desafectación del patrimonio al órgano de gobierno, el cual determinará su baja definitiva y el destino final de dichos bienes. 

La enajenación o afectación de los bienes inmuebles de las entidades paraestatales, sólo podrá hacerse con autorización del Congreso del Estado, a propuesta del titular del poder ejecutivo y conforme a la legislación aplicable, salvo que el objeto de la entidad paraestatal sea la comercialización de los mismos.

TITULO II

DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES

CAPITULO I

De los Organismos Públicos Descentralizados
ARTICULO 21. Son organismos públicos descentralizados, las entidades paraestatales creadas por ley o decreto del Congreso del Estado o por decreto del ejecutivo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto sea:

I. La prestación de un servicio público o social y la realización de actividades en áreas de atención prioritarias para el estado;

II. La explotación de bienes o recursos propiedad del estado;

III. La investigación científica, difusión de la cultura, impartición de la educación; o 

IV. La obtención o aplicación de recursos para fines de asistencia o seguridad social.

ARTICULO 22. En la modificación o extinción de los organismos descentralizados, deberán observarse las mismas formalidades establecidas para su creación, debiendo la ley o decreto respectivo, fijar la forma y términos en que se realizará la misma.

CAPITULO II

De las Empresas de Participación Estatal
ARTICULO 23. Son empresas de participación estatal, las que determina como tales la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, en las que el gobierno del estado participe en la integración del capital social y que tengan por objeto complementar planes y programas o satisfacer las necesidades existentes de la colectividad.

ARTICULO 24. El ejecutivo del estado, a través del decreto respectivo, podrá ordenar la creación, fusión o liquidación de las empresas a que se refiere el artículo anterior, señalando en forma específica los objetivos, fines, organización y funcionamiento de las mismas; así como, atendiendo a su objeto, las modalidades del contrato a celebrar en términos de la legislación aplicable.

En todo caso, el ejecutivo del estado, deberá informar al Congreso del Estado del ejercicio de la facultad a que se refiere el párrafo anterior.

ARTICULO 25. Para los fines de esta ley, se consideran empresas de participación estatal, aquellas que satisfagan los siguientes requisitos:

I. Que el gobierno del estado aporte como socio un mínimo del 51% del capital social de la empresa, donde se hagan figurar acciones de serie especial, que sólo podrán ser suscritas por aquél; y

II. Que al gobierno del estado le corresponda la facultad de nombrar al consejo de administración o su equivalente.

ARTICULO 26. En las empresas en que participe el gobierno del estado, con la suscripción de hasta el 50% del capital social, sólo se vigilarán las inversiones del estado a través de la Secretaría de Finanzas y de la Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa. El ejercicio de los derechos respectivos se hará por conducto de la dependencia a la que se encuentre sectorizada.

Sólo procederá la participación del gobierno del estado en estas empresas, cuando su objeto sea la realización de acciones de interés general. Los montos aportados por el gobierno del estado a estas empresas deberán sujetarse, en cuanto a su autorización, aplicación, control y vigilancia, a las leyes respectivas.

ARTICULO 27. Los Consejos de Administración o sus equivalentes en las empresas de participación estatal mayoritaria, se integrarán de acuerdo a las disposiciones de esta ley.

Los integrantes de dicho Consejo, que representen la participación de la administración pública estatal, serán designados directamente por el titular del ejecutivo del estado y deberán constituir en todo tiempo más de la mitad de los miembros del Consejo.

ARTICULO 28. Al efectuarse la fusión o extinción de las empresas de participación estatal, deberá cuidarse en todo tiempo la adecuada protección del interés público, así como de los intereses de los accionistas o titulares de las acciones o partes sociales y los derechos laborales de los trabajadores de la empresa.

CAPITULO III

De los Fideicomisos Públicos

ARTICULO 29. Son fideicomisos públicos aquellos en los que el fideicomitente sea el gobierno del estado, organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria o cualquier institución fiduciaria cuando ésta actúe en cumplimiento de los fines de otro fideicomiso de cualquier dependencia o entidad de la administración pública estatal.

Los organismos del gobierno y los titulares de los fideicomisos citados en el párrafo anterior, se sujetarán en cuanto a su integración, facultades y funcionamiento, a las disposiciones que en la presente ley  se establecen para los órganos de gobierno y para los Directores Generales o sus equivalentes, en cuanto sea compatible a su naturaleza.

ARTICULO 30. La ley o decreto del Congreso del Estado o del ejecutivo del estado que establezca la formalización de los fideicomisos públicos a que se refiere el artículo anterior, señalará específicamente los objetivos, fines, organización y funcionamiento del fideicomiso; así como, atendiendo a su objeto, las modalidades del contrato a celebrar en términos de la legislación aplicable.

ARTICULO 31. El ejecutivo del estado, a través de la Secretaría de Finanzas, quien será el fideicomitente único del gobierno del estado, cuidará que en los contratos de fideicomiso queden debidamente precisados los derechos y acciones que corresponda ejercitar al fiduciario sobre el patrimonio fideicomitido, las limitaciones que establezca o que se deriven de derechos de terceros, así como los derechos que el fideicomitente se reserve y las facultades que fije para el órgano de gobierno que se denominará Comité Técnico.

ARTICULO 32. En los contratos constitutivos de fideicomisos de la administración pública estatal, se deberá reservar al gobierno del estado la facultad expresa de revocarlos, sin perjuicio de los derechos que correspondan a los fideicomisarios o a terceros, salvo que se trate de fideicomisos constituidos como irrevocables, por mandato de ley o que la naturaleza de sus fines no lo permita.

CAPITULO IV

De las Comisiones, Comités, Juntas y

Patronatos.

ARTICULO 33. Se asimilan a las entidades paraestatales a que se refiere esta ley, las Comisiones, Comités, Juntas y Patronatos señalados en el artículo siguiente y se crearán por ley o decreto del Congreso del Estado o del ejecutivo del estado.

ARTICULO 34. Las entidades paraestatales a que se refiere este Capítulo, son auxiliares del ejecutivo estatal, con personalidad jurídica y autonomía de gestión, cuyo objeto es incorporar a la sociedad civil y a las diferentes organizaciones y colegios que deseen colaborar de modo temporal o permanente, en el desempeño de determinadas tareas o asuntos de la administración pública estatal, que no estén expresamente conferidas a otras entidades paraestatales.

Las entidades paraestatales a que se refiere el párrafo anterior, tendrán funciones rectoras o directivas, de representación, consultivas, de colaboración y sociales dentro de la administración pública.

ARTICULO 35. La constitución, actuación y extinción de las entidades paraestatales comprendidas en este capítulo, se sujetarán a lo previsto en la presente ley; en todo caso, el decreto de su creación deberá precisar la forma en que la sociedad civil y las diferentes organizaciones o colegios de profesionistas, podrán participar con las autoridades.

TITULO III

DE LA OPERACIÓN DE LAS ENTIDADES

PARAESTATALES

CAPITULO I

De la Planeación, Programación y

Presupuesto

ARTICULO 36. Las entidades paraestatales, para la formulación de sus planes y programas, deberán sujetarse a la Ley de Planeación del Estado de Coahuila de Zaragoza, al Plan Estatal de Desarrollo vigente, a los programas sectoriales que se deriven del mismo, a las asignaciones de gasto y financiamiento autorizadas y demás legislación aplicable. Dentro de tales directrices formularán sus programas institucionales a corto, mediano y largo plazo.  

ARTICULO 37. La programación institucional de las entidades paraestatales deberá contener los objetivos y metas, los resultados económicos y financieros esperados, así como las bases para evaluar las acciones que lleven a cabo; la definición de estrategias y prioridades; la previsión y organización de recursos para alcanzarlas; la expresión de programas para la coordinación de sus tareas, así como las previsiones, respecto a las posibles modificaciones a sus estructuras.

ARTICULO 38. Los presupuestos de las entidades paraestatales se formularán a partir de sus programas anuales, que deberán contener la descripción detallada de objetivos, metas y unidades responsables de su ejecución y los elementos que permitan la evaluación sistemática de sus programas.

En la formulación de sus presupuestos, las entidades paraestatales se sujetarán a los lineamientos generales que en materia de gasto establezca la Secretaría de Finanzas, así como a la normatividad aplicable.

ARTICULO 39. Las entidades paraestatales dispondrán y erogarán sus recursos por medio de sus órganos de autoridad. 

Por lo que toca a la percepción de subsidios y transferencias, los recibirán de la Secretaría de Finanzas, en los términos que se fijen en el Presupuesto de Egresos del Estado y deberán sujetarse a los controles e informes respectivos, de conformidad con la legislación aplicable.

ARTICULO 40. Las entidades paraestatales, sólo podrán ejercer su presupuesto hasta por el monto que se les haya autorizado y tienen la obligación de concentrar en la Secretaría de Finanzas, los recursos económicos provenientes de ahorros presupuestales; así como aquellos recaudados por cualquier otro concepto que exceda de este presupuesto. 
ARTICULO 41. Las entidades paraestatales elaborarán trimestralmente estados financieros; mismos que, una vez aprobados por el órgano de gobierno, deberán publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del estado, y en su caso, en la página de Internet, dentro de mes siguiente al cierre de cada trimestre.

CAPITULO II

Del Control y Vigilancia 

de las Entidades Paraestatales 
ARTICULO 42. Corresponde al ejecutivo del estado, el control y  la vigilancia de las entidades paraestatales a través de las Secretarías de Finanzas y de la Contraloría y Modernización Administrativa; y la coordinación, supervisión y evaluación, por conducto de las dependencias a la que se encuentren sectorizadas.

ARTICULO 43. La Secretaría de Finanzas tendrá, respecto de las entidades paraestatales, las siguientes atribuciones:

I. Llevar a cabo la planeación financiera;

II. Establecer los lineamientos generales a que deben sujetarse en materia de gasto y presupuesto;
III. Establecer, en el Presupuesto de Egresos, los subsidios y transferencias que les corresponda;

IV. Establecer los lineamientos generales a que deben sujetarse sus programas financieros;

V. Evaluar el desempeño general y por funciones del organismo y realizar estudios sobre la eficiencia con la que se ejerza el gasto corriente y de inversión;

VI. Solicitar al órgano de gobierno y al Director General o su equivalente, la información que considere necesaria para el cumplimiento de sus funciones;

VII. Recabar la información financiera indispensable para determinar su capacidad de pago y el tipo de gastos que se pretendan financiar con recursos crediticios;
VIII. Autorizar los contratos de crédito o la emisión de obligaciones, previamente autorizados por el Congreso del Estado, conforme a lo dispuesto por la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y en su caso, otorgar el aval y afectar en garantía de estos, las participaciones que en ingresos federales le correspondan al Estado;

IX. Llevar el registro y control de la deuda pública de las entidades paraestatales, de acuerdo a lo que disponga la ley de la materia;

X. Requerir la información financiera y contable, de acuerdo a los lineamientos y formas de presentación establecidos por la propia Secretaría de Finanzas, para efectos de consolidación de estados financieros y preparación de la cuenta pública, conforme a la ley de la materia;

XI. Verificar que las entidades paraestatales cumplan con las obligaciones fiscales a que estén afectas;

XII. Llevar el Registro de las Entidades Paraestatales;
XIII. Requerir al Director General o a su equivalente, la documentación, informes y datos que deban constar en el Registro de Entidades Paraestatales; y
XIV. Las demás que le determinen las leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y demás disposiciones aplicables.

ARTICULO 44. La Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa, tendrá respecto de la gestión pública, al interior de las entidades paraestatales, las siguientes atribuciones:

I. Emitir disposiciones administrativas y vigilar su cumplimiento;

II. Vigilar que las acciones que realicen los responsables del ejercicio de los presupuestos de ingresos y de egresos, se ajusten a los lineamientos y políticas emitidas por la Secretaría de Finanzas y demás disposiciones legales;

III. Realizar auditorias y evaluaciones a las entidades paraestatales, con el propósito de promover la eficiencia de sus operaciones y el cumplimiento de los objetivos contenidos en sus  programas;

IV. Vigilar que los recursos financieros asignados a las entidades paraestatales, para la ejecución de programas para el desarrollo del estado, sean enfocados a los objetivos propuestos y se apliquen con honestidad y transparencia;

V. Fiscalizar la ejecución física y financiera de los programas de inversión pública, que se realicen por las entidades paraestatales con recursos estatales, crediticios o provenientes de convenios con la federación;

VI. Vigilar que los acuerdos de coordinación que se realicen con dependencias y entidades federales, dentro de su respectivo ámbito de competencia, se lleven a cabo dentro del marco de los convenios respectivos;

VII. Analizar los estados financieros de las entidades paraestatales, así como los informes y dictámenes que emitan los auditores externos;

VIII. Vigilar que las entidades paraestatales cumplan con las normas y disposiciones en materia de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos, contratación de servicios y administración de los bienes que integran el patrimonio de la entidad paraestatal;

IX. Realizar revisiones tendientes a verificar que en las entidades paraestatales, se observen las normas y disposiciones en materia de sistema de registro, contabilidad, contratación, y pago de nómina;

X. Establecer, coordinadamente con las entidades paraestatales, un programa de modernización administrativa, con el propósito de promover la eficacia y eficiencia de la administración pública y;

XI. Las demás que les determinen las leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y demás disposiciones legales aplicables.

CAPITULO III

Del Registro Público de las Entidades Paraestatales

ARTICULO 45. Se establece el Registro de Entidades Paraestatales de la administración pública estatal, el cual estará a cargo de la Secretaría de Finanzas.

El Director General o su equivalente, deberá, dentro del mes siguiente a la fecha de su constitución, inscribir la entidad paraestatal a su cargo, en el referido registro.

Concediéndose el mismo plazo, cuando hubiere modificaciones o reformas que afecten la constitución o su estructura, así como aquellos actos que deban ser objeto de registro, el plazo será computado a partir del día siguiente a la celebración de dichos actos.

ARTICULO 46. En el Registro de Entidades Paraestatales, deberán inscribirse:

I. La Ley o Decreto de creación, así como sus modificaciones o reformas;

II. La escritura constitutiva o instrumento jurídico por el que se formaliza la entidad paraestatal, así como sus modificaciones y reformas;

III. El reglamento interior y sus reformas o modificaciones;

IV. El nombramiento y cargo de cada uno de los integrantes propietarios y suplentes del órgano de gobierno, así como sus cambios;

V. El nombramiento, sustitución y en su caso, remoción del Director General o equivalente;

VI. Los poderes generales, especiales y sus revocaciones;

VII. En el caso de las empresas de participación estatal, las actas de asamblea que celebren;

VIII. Relación de los bienes muebles e inmuebles que constituyan el patrimonio de la entidad paraestatal;

IX. La deuda y obligaciones crediticias contraídas por la entidad paraestatal;

X. La minuta de las actas del órgano de gobierno de la entidad;

XI. Los documentos en los que se establezcan las bases para su fusión, extinción, disolución y liquidación; y  

XII. Los demás documentos o actos que determine el reglamento de esta ley..

ARTICULO 47. La Secretaría de Finanzas podrá expedir certificaciones e informes de los documentos inscritos en el Registro de Entidades Paraestatales, en los términos de la Ley de Acceso a la Información Pública del Estado de Coahuila. 

ARTICULO 48. La Secretaría de Finanzas, podrá requerir en cualquier tiempo, al órgano de gobierno o al Director General de la entidad paraestatal, cualquier documento o información que sea necesaria para integrar debidamente el registro de la misma.
ARTICULO 49. La Secretaría de Finanzas, dentro de los tres primeros meses de cada año, publicará en su página de Internet la relación de las Entidades Paraestatales. 

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del estado.

SEGUNDO. Se abroga la Ley para el Control por parte del Gobierno del estado, de los Organismos Descentralizados y Empresas de Participación Estatal, contenida en el Decreto No. 151 y publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del estado en fecha 19 de diciembre de 1980.

TERCERO. Las entidades paraestatales a que hace referencia la presente ley, deberán realizar los trámites pertinentes ante la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, a fin de obtener el registro respectivo, en un plazo de tres meses a partir de la entrada en vigor de la presente ley.

CUARTO. El ejecutivo del estado, podrá expedir los reglamentos y normatividad que considere necesarios, para facilitar la aplicación e interpretación de la presente ley.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila., a 5 de abril de 2005.
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Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Fomento Económico de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, con relación a la Iniciativa de Ley que Crea el Consejo para la Planeación Estratégica de Largo Plazo de la Región Sureste del Estado de Coahuila, que se plantea por el Ejecutivo del Estado. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que con fecha 7 de diciembre del año 2004, se recibió la iniciativa de Ley que Crea el Consejo para la Planeación Estratégica de Largo Plazo de la Región Sureste del Estado de Coahuila, que se plantea por el Ejecutivo del Estado. 

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso dicha iniciativa se turnó a estas Comisiones para efectos de estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que estas Comisiones son competentes para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos relativos vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa se sustento en la siguiente Exposición de Motivos del tenor literal siguiente:

Que la vocación económica natural de Coahuila es la industria. Desde que el actual Titular del Ejecutivo inició su gestión, estableció como una de las tareas ineludibles de este Gobierno, el impulsar el desarrollo económico de la entidad. Con ello, se pretende que todas las regiones del Estado, todas sus poblaciones y todos sus habitantes, resulten beneficiadas.

En el Plan Estatal de Desarrollo 2000-2005, en el capítulo correspondiente al desarrollo económico, se establece como uno de los objetivos fundamentales de la política económica, el impulsar el desarrollo integral de la planta productiva y ocupacional con base en el apoyo a todos los sectores que conforman la economía del Estado.

Sin embargo, parte importante de las políticas para alcanzar un desarrollo integral trascendente, es la planeación estratégica. Estamos convencidos que impulsando la cultura de la planeación estratégica en las diferentes regiones del Estado, alcanzaremos con mayor facilidad tan importantes metas, entre las que podemos destacar:

La creación de mayores y mejores oportunidades de empleo a través de nuevas y mejores fuentes de trabajo para sustento y desarrollo personal, familiar y social de los coahuilenses.

Alentar las exportaciones para fortalecer las economías estatal y nacional e integrarlas cada vez en mayor medida a la economía mundial.

Asegurar que un número creciente de regiones, sectores, cadenas productivas y empresas aprovechen todas las ventajas competitivas con las que cuenta el Estado.

Responder con mayor eficacia a los retos que presentan las regiones de Coahuila a fin de incorporarlas al desarrollo estatal integral. 

La diversificación de los giros industriales de cada región para aminorar la fuerte dependencia de las economías regionales respecto de una sola rama, actividad o empresa.

Coahuila debe seguir mostrándose como una entidad en la que el desarrollo económico constituye uno de sus principales pilares. No podemos olvidar que las condiciones económicas globalizadoras de hoy en día así lo exigen. Ante ello, los diferentes niveles de gobierno deben tener como una responsabilidad ineludible el impulsar los mecanismos que permitan, tanto a las entidades públicas como a las privadas, establecer mecanismos para planear estratégicamente y a largo plazo, las políticas orientadas a fortalecer la competitividad, la sustentabilidad y la gobernabilidad de sus regiones.

La presente administración no elude sus compromisos: en un ejercicio de colaboración geográfica, esta iniciativa de ley pretende sentar las bases para que las entidades públicas y privadas de la Región Sureste de Coahuila, alcancen las metas anteriormente aludidas. Las condiciones geográficas, económicas, culturales y sociales de la Región Sureste del Estado, permiten homologar las acciones que han de llevarse a cabo para alcanzar dicho objetivo.

Para ello, se crea el Consejo para la Planeación Estratégica de largo plazo de la Región Sureste del Estado de Coahuila, como un cuerpo colegiado que de manera interinstitucional, regional, con carácter técnico y ciudadanizado, impulse la planeación estratégica a largo plazo.

Dicho Consejo coadyuvará con las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal en la definición de acciones orientadas a fortalecer las ventajas competitivas y comparativas de la región sureste de la entidad, en relación a su entorno nacional e internacional. Una manera de contribuir a ese fin, será emitiendo recomendaciones para fortalecer la competitividad, la sustentabilidad y la gobernabilidad en la región sureste.

Por otro lado, el Consejo impulsará los estudios, diagnósticos y análisis que se requieran a efecto de promover y atraer al Estado inversiones de los sectores social y privado.

En razón de lo anteriormente expuesto y considerando la importancia que reviste la Planeación Estratégica en el desarrollo económico de la entidad.
TERCERO. Por la anteriores consideraciones los integrantes de estas comisiones estimamos pertinente someter a la consideración de esta Legislatura para su estudio, discusión y aprobación en su caso, la siguiente iniciativa de:

LEY QUE CREA EL CONSEJO PARA LA PLANEACIÓN ESTRATÉGICA DE LARGO PLAZO DE LA REGIÓN SURESTE DEL ESTADO DE COAHUILA

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1º. Se crea el Consejo para la Planeación Estratégica de largo plazo de la Región Sureste del Estado de Coahuila de Zaragoza, como órgano regional, interinstitucional, de carácter técnico y ciudadanizado, con autonomía para resolver los asuntos de su competencia y que tendrá su asiento en la ciudad de Saltillo.

Para efectos de esta ley, al Consejo para la Planeación Estratégica de la Región sureste del Estado se le denominará: el Consejo.

ARTÍCULO 2º. El Consejo tiene por objeto:

I. Favorecer la creación de la cultura de la planeación a largo plazo en las entidades públicas y privadas de la región.

II. Coadyuvar con las dependencias y entidades de la administración pública estatal competentes en la definición de acciones orientadas a fortalecer las ventajas competitivas y comparativas de la región sureste de la entidad, en relación a su entorno nacional e internacional.

III. Emitir recomendaciones a las instancias tanto gubernamentales como de los sectores social y privado, tendientes a fortalecer la competitividad, sustentabilidad y gobernabilidad en la región.

IV. Impulsar, para el efecto de dar vigencia a la planeación estratégica de largo plazo en la región sureste de la entidad, los estudios, diagnósticos y análisis que se requieran a efecto de promover y atraer al estado, inversiones de los sectores social y privado.

V. Dar seguimiento a los planes estratégicos, sectoriales y/o especiales, a fin de promover e incentivar el desarrollo y el crecimiento económico de la región sureste de la entidad.

VI. Promover ante las instancias gubernamentales, empresariales y/o sociales competentes, recomendaciones sustentadas en diagnósticos, análisis, estudios técnicos y la implementación de acciones que permitan el desarrollo sustentable a largo plazo en la región sureste del estado.

ARTÍCULO 3º. Los trabajos y acciones encomendados al Consejo se realizarán con base en la integración regional de los municipios de Saltillo, Arteaga, Ramos Arizpe, Parras  de la Fuente y General Cepeda  los que conforman la Región Sureste del Estado.

ARTÍCULO 4º. Para el cumplimiento de su objeto, el Consejo tiene las atribuciones siguientes:

I. Proponer los estudios técnicos y elaborar diagnósticos necesarios para formular planes estratégicos de largo plazo a implementarse en la región sureste de la entidad.

II. Promover la integración de estudios multidisciplinarios en las áreas o rubros en que se estime necesario tendientes a promover el desarrollo, dinamismo y sustentabilidad de actividades económicas, sociales y culturales en la región sureste.

ARTÍCULO 5º. Para el desarrollo de las actividades y acciones encomendadas al Consejo, el Ejecutivo del Estado deberá apoyar la iniciativa de elaborar estudios y diagnósticos, asegurando la disponibilidad de recursos necesarios para tal fin a través de la instancia competente, según el caso. 

CAPÍTULO SEGUNDO

EL FUNCIONAMIENTO Y LA ORGANIZACIÓN DEL CONSEJO

ARTÍCULO 6º. El Consejo se integra por:

I. Un Consejo Directivo. 

II. Un Comité Consultivo Ciudadano.

III. Un Comité Técnico de Consulta.

SECCIÓN PRIMERA

EL CONSEJO DIRECTIVO

ARTÍCULO 7º. El Consejo Directivo se integra de la manera siguiente:

I. Por tres representantes propuestos por la Unión de Organismos Empresariales Coahuila Sureste que pueden o no formar parte de éstos, siempre que cuenten con la disposición, actitud y preparación para formar parte del Consejo. 

II. Por tres integrantes propuestos uno por los Rectores de las Universidades Públicas, otro por los Rectores o Directores de las Universidades Privadas con reconocimiento y validez de estudios en el Estado y un tercer representante propuesto por los Directores de los Centros de Investigación de la región Sureste con reconocida presencia en la región.

III. Por un integrante designado por el Ejecutivo del Estado quien fungirá como Secretario Técnico del Consejo Directivo y uno por cada municipio integrante de la Región Sureste del Estado. 

IV. Por tres personas surgidas de la red ciudadana.

Para efectos de esta ley se entiende por red ciudadana, al grupo de personas seleccionado con base en las entrevistas directas realizadas a un grupo preseleccionado de ciudadanos, con el fin de identificar a miembros de la comunidad cuya participación sea considerada importante por la propia sociedad para participar en los procesos del desarrollo futuro de la comunidad. Esta red ciudadana es útil para la selección de los miembros del Consejo y de los expertos en temas que en su momento serán invitados a formar parte de los grupos de consulta técnicos.

El Presidente es electo por el voto de la mayoría simple de la totalidad de los integrantes del Consejo Directivo y permanecerá en funciones un año. Este nombramiento no puede conferirse a los representantes del gobierno estatal o de los municipios correspondientes.

Los nombramientos de los integrantes del Consejo serán expedidos por el Ejecutivo del Estado, para lo cual las instituciones y municipios referidos harán del conocimiento del Ejecutivo de las designaciones hechas en los términos de este artículo.

Los cargos que se desempeñen en el seno del Consejo Directivo son honoríficos, en la sesiones del Consejo Directivo sus integrantes tendrán voz y voto.  

ARTÍCULO 8º. Los miembros del Consejo Directivo ocuparán su cargo por tres años y podrán ser reelectos por un período más a propuesta de por lo menos las dos terceras partes de los coordinadores de los grupos temáticos que integren el Comité Técnico de Consulta.

A partir del tercer año, se renovarán anualmente los representantes de cada grupo proponente, ello para garantizar la vigencia y continuidad del Consejo. 

ARTÍCULO 9º. El Consejo Directivo sesionará de manera ordinaria trimestralmente y de manera extraordinaria cuantas veces sea necesario en cualquier tiempo.

A las sesiones que celebre el Consejo Directivo, pueden acudir los coordinadores de los grupos temáticos cuando fuere requerido por el propio Consejo o cuando aquellos tengan la necesidad de plantear algún asunto frente al mismo.

ARTÍCULO 10º. Para que las sesiones del Consejo Directivo sean válidas, se requiere de la mitad mas uno de sus integrantes presentes. 

ARTÍCULO 11. Los acuerdos del Consejo se adoptan con el voto de la mitad más uno de sus integrantes presentes, previa discusión de los mismos. En caso de empate, el Presidente del Consejo Directivo tendrá voto de calidad. 

ARTÍCULO 12. El Consejo Directivo tiene las funciones siguientes:

I. Llevar a cabo, a través de su Presidente, las acciones necesarias para vincular a los órganos del Consejo, a fin de propiciar su permanencia y funcionamiento en los términos en que resulten necesario y favorable al desarrollo y crecimiento de la entidad.

II. Coordinar y facilitar, a través de su Presidente, los trabajos de los grupos técnicos temáticos.

III. Fungir, a través de su Presidente, como interlocutor del Consejo con la sociedad y los distintos niveles de gobierno.

IV. Informar, por conducto de su Presidente, al Ejecutivo del Estado y a la sociedad civil en general en el mes de febrero de cada año, los avances y las acciones emprendidas en el seno del Consejo.

V. Formular los criterios que habrán de orientar el funcionamiento de los Comités que se integren al seno del Consejo, en los términos previstos por esta ley u otras disposiciones aplicables.

VI. Aceptar o negar el ingreso o, en su caso, acordar la exclusión de miembros de los Comités del Consejo, con el voto de las dos terceras partes de sus miembros.

VII. Las demás que le encomienden esta ley decreto u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 13. El Presidente del Consejo Directivo tiene las funciones siguientes:

I. Representar al Consejo ante toda clase de instancias tanto gubernamentales como de los sectores social y privado. 

II. Presidir las sesiones del Consejo Directivo.

III. Convocar y organizar las sesiones que habrá de celebrar el Consejo Directivo.

IV. Presidir las sesiones del Comité Consultivo Ciudadano. 

V. Presentar el informe que habrá de rendir anualmente el Consejo.

VI. Las demás que le encomiende este decreto u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 14. El Secretario Técnico del Consejo Directivo tiene las funciones siguientes:

I. Fungir como enlace entre el Gobierno del Estado, los municipios que integran la Región Sureste de la entidad y el Comité Consultivo del Consejo, al que prestará la asesoría y el apoyo que le sea requerido.

II. Vigilar, en el ámbito de su competencia, que exista congruencia entre los trabajos de planeación del Comité Consultivo con los planes y programas del Estado, de los municipios y, en su caso, de la federación.

III. Colaborar en la coordinación de los grupos temáticos y fungir como enlace entre éstos y las instancias gubernamentales competentes.

IV. Proporcionar al Comité Consultivo Ciudadano toda la información que resulte necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

V. Llevar, bajo su responsabilidad, el libro de actas en las que se asentarán todas aquellas que correspondan a las sesiones que celebre el Consejo Directivo. 

VI. Elaborar las actas de las sesiones del Consejo Directivo y suscribirlas conjuntamente con el Presidente.

VII. Integrar un registro y un directorio de todos y cada uno de los integrantes del Consejo Directivo, así como de los Comités que integran el Consejo.

VIII. Dar cumplimiento a los acuerdos que emita el Consejo Directivo, así como el seguimiento que corresponda.

IX. Las demás que le encomienden esta ley u otras disposiciones aplicables o le asigne el Consejo Directivo.

SECCIÓN SEGUNDA

EL COMITÉ CONSULTIVO CIUDADANO

ARTÍCULO 15. El Comité Consultivo Ciudadano está integrado por ciudadanos representantes de los sectores social y privado, organismos de participación estatal, por representantes del Poder Judicial y del Legislativo, por organizaciones no gubernamentales, por organizaciones de trabajadores y representantes de la sociedad civil.

El Comité sesionará a convocatoria expresa del Consejo Directivo y tiene por objeto mantener una comunicación permanente con sus integrantes y con los de los Consejos Directivo y Técnico de Consulta, ello con el fin de incluir sus contribuciones al desarrollo y a las metas que se persiguen, así como para constituirse en un foro y espacio de opinión.

El Consejo Directivo determinará los requisitos y los procedimientos bajo los cuales se integrarán al Comité Consultivo Ciudadano, los representantes a que se refiere el párrafo primero. 

SECCION TERCERA

EL COMITÉ TÉCNICO DE CONSULTA

ARTÍCULO 16. El Comité Técnico de Consulta se integra por profesionistas y/o especialistas en las materias que se determinen necesarias para asegurar el desarrollo, la sustentabilidad y la gobernabilidad en la región. El Comité Técnico de Consulta es un órgano profesional y multidisciplinario.

ARTÍCULO 17. El Comité Técnico de Consulta funciona por grupos técnicos temáticos de acuerdo a lo siguiente:

I. Se integra un grupo por cada tema o línea de atención recomendada por el Consejo Directivo.

II. Cada grupo está presidido por un Coordinador designado de entre quienes formen parte de éste. Durará en su cargo tres años y podrá ser reelecto para un período más, por parte del Consejo Directivo a propuesta de los miembros del Grupo Técnico en cuestión.

III. Se integra por el número de personas que el Coordinador acuerde con el Consejo Directivo.

IV. Los integrantes de los grupos deben cubrir un perfil profesional de experto o con antecedentes de práctica profesional. 

V. Los integrantes de los grupos realizarán los trabajos e investigaciones, exploraciones, evaluaciones y recomendaciones que se les encomienden a partir de la metodología que sea definida por el propio grupo. En todo caso recibirán los apoyos logísticos que requieran, de conformidad con las autorizaciones formuladas por el Consejo Directivo. 

VI. Elaborados los trabajos, cada grupo, por conducto de su Coordinador, los presentará a petición del Consejo Directivo ante las instancias que así lo soliciten.

VII. Los grupos deberán dar seguimiento a las recomendaciones que hubieren formulado.

VIII. Ningún grupo temático realizará por sí mismo, proyecto alguno que implique tiempo completo de sus integrantes.

TRANSITORIOS

PRIMERO. La presente ley entra en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. El Consejo puede solicitar a las dependencias y entidades de la administración pública del Estado, con cargo a los recursos de que dispongan para ese efecto, la realización de investigaciones, estudios, programas y demás trabajos que requieran para el cumplimiento de sus atribuciones.

TERCERO. Para la integración del primer Consejo Directivo del Consejo para la Planeación Estratégica de largo plazo de la Región Sureste del Estado de Coahuila, el Ejecutivo del Estado, por única vez, designará a sus miembros de manera directa, escuchando, previamente, la opinión y propuestas que emitan las organizaciones a las que convoque para tal fin. 

Una vez integrado dicho Consejo, el mismo atenderá las disposiciones previstas en esta ley. 

CUARTO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al contenido de la presente ley. 
Así lo dictaminan los diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Fomento Económico de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Diputada Karla Samperio Flores (Coordinadora), Diputado Tereso Medina Ramírez, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Diputado Fernando de la Fuente Villarreal. Saltillo, Coahuila, abril 25 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Mary Telma Guajardo Villarrea

Dip. Jesús de León Tello
Dip. Luis Fernando Salazar Fernández

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

COMISION DE FOMENTO ECONOMICO

Dip. Karla Samperio Flores
Dip. Tereso Medina Ramírez

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera 
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

� 	Para consultar la Reforma del Estado en Coahuila, véase: htpp://www.coahuila.gob.mx.


� 	Véase la Exposición de Motivos de la Iniciativa de Reforma Constitucional en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 20 de marzo de 2001. 
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